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(Asisten el señor Subsecretario de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y asesores) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 23) 


Damos la bienvenida a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente integrada por el señor Subsecretario, arquitecto Jack Couriel; la Directora General de Secretaría, 
doctora Alejandra Varela; el Director Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Roberto Villarmarzo; 
el asesor doctor Diego Pastorín; el Presidente de la Agencia Nacional de Vivienda, economista Carlos 
Mendive; la Gerenta del Área Jurídica, escribana Graciela Atella; el Consultor de la Agencia Nacional de 
Vivienda, doctor Rafael Biurrun; el asesor doctor Daniel Rueda; el Presidente de MEVIR, arquitecto 
Francisco Beltrame; el Director Nacional de Aguas y Saneamiento, ingeniero José Luis Genta; la Directora 
Nacional de Medio Ambiente, ingeniera agrónoma Alicia Torres; la coordinadora General del PIAI, maestra 
Susana Pereyra; y la asesora de DINAVL, economista Sandra Rodríguez. 


Tenemos que tratar los artículos que van del 320 al 352 de la Rendición de Cuentas 2007. Si la visita lo 
considera posible, haremos el tratamiento artículo por artículo para dar oportunidad a que las señoras 
Diputadas y los señores Diputados puedan opinar. En caso de que en el articulado haya grupos de artículos 
referidos al mismo tema, los analizaremos todos juntos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Es un placer estar en este ámbito. 


Quiero hacer dos precisiones previas. Por razones de agenda, al Ministro le fue imposible estar hoy con 
nosotros, y el Director Nacional de Vivienda, arquitecto Gonzalo Altamirano, no pudo asistir por un pequeño 
quebranto de salud, de manera que lo va a sustituir el doctor Pastorín. 


Seré lo más breve posible, pero no tengo más remedio que hacer un comentario general acerca de la marcha 
del Ministerio. 


Los principales objetivos que se trazó el MVOTMA en el 2007 fueron continuar la línea de fortalecimiento 
institucional, la mejora de gestión, la reestructuración de sus políticas y la aprobación de la ley de 
ordenamiento territorial. A continuación, voy a analizar Dirección por Dirección, de manera muy sintética, de 
modo de introducir el tema de nuestro Ministerio en esta instancia de Rendición de Cuentas. 


En la Dirección General de Secretaría durante el año 2007 se continuó con el proceso de mejora de la gestión 
administrativa y técnica para el cumplimiento de su misión y el apoyo a las tareas sustantivas de cada Unidad 
Ejecutora. 


En el área de los recursos humanos se procedió a la selección de un Director del futuro Departamento de 
Gestión Humana, con el asesoramiento de Oficina Nacional del Servicio Civil. Además, se procedió a la 
actualización y migración de las bases de datos de funcionarios y actividades conexas para la puesta en 
funcionamiento del nuevo sistema de gestión humana, capacitándose a los recursos humanos en el uso del 
sistema. Asimismo, se realizó el relevamiento de las condiciones de trabajo e higiene laboral. En octubre se 
firmaron con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del Servicio Civil y el Ministerio 
de Economía y Finanzas sendos convenios dirigidos a la implementación de la estructura organizativa del 
Ministerio, así como el establecimiento de un sistema integral de indicadores de gestión. 


Ahora me voy a referir a la Dirección Nacional de Vivienda. En la DINAVI se han instrumentado cambios 
que permiten el desarrollo de nuevos roles de nuestro Ministerio en lo que hace a las políticas públicas de 
vivienda. Estos están relacionados con la consolidación del Ministerio como organismo encargado de la 
definición de las políticas y de la administración de los recursos presupuestales destinados a la vivienda y al 
nuevo diseño aprobado por la Ley N* 18.125 promovida por el MVOTMA, que modifica la Carta Orgánica 
del Banco Hipotecario como instrumento de financiamiento hipotecario dirigido a amplios sectores de 
nuestra población, mediante la actuación con criterios bancarios y comerciales ajustados a las normas 
bancocentralistas. Además, se crea la Agencia Nacional de Vivienda como servicio descentralizado, 
encargada de la ejecución de las políticas públicas de vivienda diseñadas por el MVOTMA y se modifica el 
sistema de ejecución de hipotecas, a efectos de equiparar las condiciones de las instituciones financieras que 
otorgan créditos hipotecarios, incentivando la participación de la banca privada. 


Durante el año 2007 se diseñaron, en acuerdo con los plazos, los cambios operativos que permitirán en el 
presente año 2008 la puesta en marcha de la nueva política habitacional. Entre estos se destacan las siguientes 
dimensiones. El subsidio a la cuota es una nueva modalidad para permitir el acceso y la permanencia en la 
vivienda de la población meta del MVOTMA. Se realizó una consultoría a efectos de determinar las 
condiciones que permitan el ingreso de la banca privada en el sistema y se elaboraron los reglamentos 
operativos que establecen las condiciones de funcionamiento de esta herramienta. 


Otra dimensión de la política de la DINAVI es la unificación de los distintos fondos públicos de garantía de 
alquileres, a través de convenios con la Contaduría General de la Nación. 


Además, se instrumentan sistemas de control y estímulo al sistema cooperativo de vivienda, mediante la 
aprobación y puesta en marcha del decreto de contralor de Institutos de Asistencia Técnica y la redacción del 
nuevo reglamento de acceso a préstamos y subsidios para cooperativas. Todo esto se realizó en consulta con 
los diferentes actores del sistema cooperativo. 


Otra dimensión es el llamado a licitación para la construcción de nueva vivienda con destino a la población 
en general y a pasivos del BPS por primera vez desde el año 1997, estableciendo los requisitos mínimos que 
garantizan una vivienda digna y un valor testigo de oferta. Se constituyó un equipo interdisciplinario, cuyos 
cometidos son el establecimiento de instrumentos legales y administrativos para la constitución de una 
cartera de tierras del MVOTMA con destino a vivienda de interés social. 


Ahora me voy a referir al PIAI, Programa de Integración de Asentamientos Irregulares. Respecto de este 
Programa, debemos decir que el nivel de ejecución del año 2007 correspondió a US$ 32:575.058, un 56% 
superior a lo previsto en el Presupuesto Quinquenal, como consecuencia de importantes refuerzos de los 
créditos presupuestales concedidos en atención a la importancia del Programa, en el marco de las políticas 
sociales y habitacionales del Gobierno. Como ustedes saben, el problema de los asentamientos irregulares es 
una cuestión que debe estar presente en todo el sistema político; si nos remitimos solo a Montevideo, por 
ejemplo, un 11% de la población está en esta situación. 


Asimismo, durante 2007 se trabajó en la elaboración del nuevo programa para el cual se estaría en 
condiciones de firmar un nuevo contrato de préstamo en el primer semestre de 2008. Es un préstamo a 
ejecutarse en quince años que está en el entorno de los $ 225:000.000. 


Durante 2007 se culminaron las obras en cuatro barrios, incluyendo 56 realojos; se comenzaron obras en 
otros 9 y se encuentra en etapa de proyecto 21 barrios. 


En términos de equipamiento comunitario, el programa culminó la ejecución de 20 proyectos, 16 nuevos y 4 
mejorados, y se encuentran en ejecución otros 37 proyectos, 28 nuevos y 9 mejorados. Como ustedes saben, 


cuando hablamos de equipamiento comunitario nos estamos refiriendo a centros CATE, policlínicas, centros 
juveniles, salones de uso múltiple, equipamiento deportivo, etcétera. 


Se están llevando a cabo cuatro consultorías financiadas por la cooperación técnica no reembolsable, sobre 
evaluación de resultados e impacto, evaluación económica, caracterización sociourbanística y medio 
ambiente. Se avanzó en la integración del sistema de garantía de alquiler del PIAI, con el sistema 
implementado por DINAVI. Los beneficiarios son atendidos actualmente en una única oficina localizada en 
DINAVI y se está culminando la integración informática de ambos sistemas. Esta unificación la 
consideramos muy importante, ya que en definitiva la garantía de alquiler se constituye en un procedimiento 
de prevención de asentamientos irregulares. 


En cuanto al Banco Hipotecario del Uruguay, como es de conocimiento de los señores legisladores, dentro de 
las prioridades establecidas en los lineamientos estratégicos de Gobierno, se ubica la conformación de un 
sistema de acceso y permanencia en la vivienda, en el cual es fundamental la existencia de instrumentos de 
crédito hipotecario. Las tareas fundamentales del BHU en 2007 se inscriben en este objetivo. En abril de 
2007 se aprobó la Ley N* 18.125, relativa a la modificación de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del 
Uruguay, donde se concretaron las modificaciones acordadas y se creó la Agencia Nacional de la Vivienda, 
ANV. Se continuó trabajando en la conformación de los fideicomisos que, como ustedes saben, es un 
vehículo legal para traspasar los activos problemáticos a la ANV. 


En junio de 2007, con el asesoramiento de la Facultad de Ciencias Económicas, se elaboró el plan de 
negocios para el período que finaliza en 2009. También se trabajó en la estructura organizativa del nuevo 
BHU y en los perfiles de cargos gerenciales. Además, se firmó con la Oficina Nacional del Servicio Civil un 
convenio para el asesoramiento en los temas referentes a la selección de personal. 


Finalmente, el 28 de diciembre, el Directorio interino de la institución aprobó un proyecto de estructura 
orgánica y funcional del Banco para su consideración por parte del Poder Ejecutivo. 


En 2007 se finalizó el proceso de ingreso masivo de información digitalizada, insumo básico para la 
implantación del Sistema Integral de Gestión Bancaria, SIGB, y para el cumplimiento de los nuevos 
requerimientos de información desde el Banco Central, lográndose captar prácticamente el cien por cien de la 
información planificada inicialmente, quedando pendientes al momento tareas de actualización de esa misma 
información y depuración de errores detectados. 


Como proceso integrante de la implantación del SIGB, se finalizó la digitalización de toda la información 
sobre créditos, ahorros, inmuebles y clientes del Banco Hipotecario del Uruguay. Afortunadamente, en la 
actualidad el SIGB está operativo en nuestro Banco. 


En cuanto a la Agencia Nacional de Vivienda, con la aprobación de la Ley N” 18.125, el 11 de mayo de 2007, 
se establecieron cambios institucionales para ajustar las estructuras financieras, técnicas y administrativas a 
las necesidades expuestas por la crisis del sistema público habitacional. Dicho marco legal, además de 
modificar las atribuciones del Banco Hipotecario del Uruguay, crea esta Agencia como servicio 
descentralizado. Es un órgano encargado de la implementación de los programas habitacionales definidos por 
el Plan Quinquenal y el establecimiento de los instrumentos financieros necesarios para el desarrollo de un 
mercado hipotecario que sustente, mediante préstamos a largo plazo y tasas convenientes, la nueva política 
habitacional, y administre la denominada "cartera problemática" del Banco Hipotecario del Uruguay. 


En el mes de setiembre el Poder Ejecutivo designa al primer Directorio de la ANV, comenzando de esta 
forma el proceso de instauración de la nueva entidad, con la cooperación del MVOTMA y en coordinación 
con el Banco Hipotecario del Uruguay. En particular, con la toma de posesión del Directorio y el 
nombramiento de la Gerencia General, se inició un proceso de definición de líneas de acción estratégicas, de 
estructura funcional, de procesos administrativos y de aspectos logísticos. 


En sus pocos meses de funcionamiento, la Agencia Nacional de Vivienda elaboró y remitió al Poder 
Ejecutivo, de acuerdo con lo previsto por el marco legal, el presupuesto de gastos e inversiones para el año 
2008 y aprobó su estructura orgánico funcional. En esta etapa de transición hacia la puesta en marcha de la 
Agencia, se ha contado con el apoyo de un proyecto del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
a través del cual se ha contratado la mayoría de los recursos humanos, a la vez que ha sido una herramienta 
útil para el financiamiento de gastos e inversiones necesarios para dar soporte a las actividades iniciadas. 


Asimismo, se ha contado con el apoyo de cuatro funcionarios del Banco Hipotecario del Uruguay en régimen 
de pase en comisión. 


Los acuerdos entre el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, así como las disposiciones legales en materia de capitalización del Banco 
Hipotecario del Uruguay prevén que una parte importante de los actuales activos del Banco sean 
administrados por la Agencia Nacional de Vivienda en carácter de fiduciario de fideicomisos financieros. A 
este respecto, se iniciaron por parte de la Agencia Nacional de Vivienda los trámites ante el Banco Central del 
Uruguay para el registro del fiduciario financiero. Paralelamente, se está colaborando con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la definición de las políticas de recupero, en 
consonancia con las atribuciones previstas por la ley y con las disposiciones del Plan Quinquenal de 
Vivienda. 


Quiero decir que para nosotros este es un objetivo muy importante, ya que una de las situaciones críticas en 
materia habitacional se concentra en los propios conjuntos habitacionales promocionados por el Estado. 


En cuanto a la Administración de las Obras Sanitarias del Estado, debo decir que 2007 ha sido un año 
importante en materia de proyectos y realizaciones de infraestructura. Se llamó a licitación, se adjudicó y 
firmó un contrato para la construcción de la Sexta Línea de bombeo del sistema metropolitano, con el 
objetivo de asegurar el abastecimiento de agua, permanente y segura en calidad y cantidad, hasta el año 2035. 
La inversión se estima en US$ 39:000.000. La obra se complementa con una ampliación de la capacidad de 
producción de la usina de más de un 15%. 


Además, la suscripción de un nuevo préstamo con el Banco Mundial permitirá el financiamiento de diversas 
obras de infraestructura en agua y saneamiento para el interior del país. Durante el año, se inauguraron las 
plantas de tratamiento de Durazno, Canelones y Ecilda Paullier, continuándose las obras en varias localidades 
del interior y disponiéndose los llamados para las correspondientes ciudades del litoral del Río Uruguay. 


A su vez, se procedió al llamado a precalificación de empresas para los proyectos de saneamiento, tanto en 
Ciudad de la Costa como en el departamento de Maldonado. 


Se ha mantenido la tendencia a incrementar globalmente las tarifas por debajo de la evolución del Índice de 
Precios al Consumo y se ha ampliado la aplicación de la tarifa social, en coordinación con el Ministerio de 
Desarrollo Social y nuestro Ministerio. Esta política es posible tanto para las mejoras de gestión y ahorros 
operativos como para la aplicación de la reforma tributaria en curso. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, debo decir que dentro del objetivo de 
actualización y complementación del marco institucional y normativo para la gestión del territorio y el 
fortalecimiento institucional, con fecha 11 de setiembre de 2006 el Poder Ejecutivo remitió a consideración 
del Parlamento el proyecto de ley de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, afortunadamente 
aprobado el pasado 22 de abril. 


Adelantando la ejecución de lo dispuesto por la futura ley y, al mismo tiempo, dando cumplimiento a lo 
establecido por la ley de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, se 
iniciaron los trabajos necesarios para la elaboración de las primeras directrices nacionales de ordenamiento y 
desarrollo territorial sostenible. Se avanzó en la redacción del proyecto de ley de directriz nacional del 
espacio costero. Con el apoyo del Programa EcoPlata se realizaron actividades científicas, un ciclo de 
reflexión prospectiva y talleres de trabajo con las Intendencias costeras. 


Todo este tema constituye un desafío muy importante, sobre todo teniendo presente las importantes 
inversiones que están llegando a nuestro país para esta franja costera. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, desde marzo de 2007 se procesó una reestructura 
interna, creando el Departamento de Relaciones con el Medio, equipo responsable, entre otras tareas, de la 
educación ambiental; se reorganiza la División de Evaluación de Impacto Ambiental de manera de mejorar la 
eficiencia en la atención y el análisis de solicitudes de autorización y de seguimiento de emprendimientos; el 
laboratorio cobra dimensión de Departamento; y se autonomiza la División de Evaluación de la Calidad 
Ambiental. Asimismo, el Departamento de Sistema de Información Ambiental se integró a la División de 
Evaluación de la Calidad Ambiental. 


En el ejercicio se incrementó significativamente el plantel técnico del Laboratorio, mejorando el potencial de 
trabajo e incorporando nuevos desarrollos analíticos. Se adquirió equipamiento de última tecnología que 
amplía y mejora la capacidad analítica existente, en particular para el laboratorio que se está instalando en 
Fray Bentos junto con OSE, cuya función principal será el control de la calidad del agua. 


En diciembre de 2007, por último, se firmó un proyecto de cooperación con el PNUD para el desarrollo y 

adecuación de instrumentos de gestión ambiental, que permitirá potenciar la eficacia de la DINAMA. Con 
este proyecto, se potenciarán en 2008 las áreas de control ambiental, evaluación de impactos y gestión de 

residuos. 


En mayo, el BID -Banco Interamericano de Desarrollo-, aprobó el Programa Modernización de la 
Institucionalidad para la Gestión y Planificación Ambiental, que implica una inversión de US$ 7:000.000, 
comenzará a aplicarse en 2008 y se extenderá durante cuatro años. 


El producto final de este trabajo será un Sistema Nacional Ambiental nuevo que integre y coordine todas las 
unidades que hoy abarcan parcialmente esta área. Su forma y ubicación institucional dependerán de las 
conclusiones a que arriben los expertos, y de lo que, finalmente, resuelva el sistema político. También, y 
durante su desarrollo, se fortalecerán los procesos de evaluación de impacto y control de desempeño 
ambiental de las industrias, se mejorarán los procesos de control de la calidad ambiental del país y se 
consolidará el Sistema de Información Ambiental Nacional. 


En el sector de la celulosa, se han desarrollado acciones con todas las industrias. En el caso de FANAPEL, se 
instaló el emisario subacuático, se reconvirtió la planta abandonando el uso de cloro en la producción de 
celulosa -se cambió a tecnología TCF- y se implementó la quema de los gases olorosos del sector de 
recuperación, lo que llevó a la desaparición casi absoluta de los olores en la ciudad de Juan Lacaze. Si me 
permiten, para mí, esta fue una acción muy importante. 


Además, se intimó a PAMER a presentar modificaciones a su planta de tratamiento de efluentes y se le 
prohibió el vertido de licor negro sin tratar al Río Negro. IPUSA implementó modificaciones de la planta de 
tratamiento de efluentes que se vierten en el Arroyo Pando. 


Durante 2007, se otorgó la autorización ambiental de operación al proyecto Orión, logrando tener a 
disposición toda la información sobre emisiones de la planta en tiempo real, así como de la calidad ambiental 
-fundamentalmente aire y agua- del entorno de Fray Bentos y Las Cañas. Esta es accesible desde la página 
"web" del Ministerio. 


Se encuentra en funcionamiento el plan de gestión de envases en el departamento de Canelones, generando 
sesenta puestos de trabajo formal para clasificadores de residuos, y se procesó la etapa de formulación y 
coordinación de acciones para aplicar este plan a partir de marzo de 2008 en el departamento de Montevideo. 
Simultáneamente, se instrumentó el registro y control de propietarios de marcas, fabricantes e importadores 
de envases y empresas de reciclaje de residuos. 


En el área de los Residuos Industriales se culminó el proceso de solicitud y evaluación al Banco 
Interamericano de Desarrollo de una Facilidad para la Preparación del Programa de Apoyo a la Gestión de 
Residuos Sólidos, pieza clave para que Uruguay cuente con los recursos necesarios para implementar el Plan 
de Residuos Sólidos del Área Metropolitana. 


En tanto, ante las inquietudes presentadas por un grupo de pobladores de la zona de Cañada Grande - 
Canelones-, la DINAMA amplió estudios sobre esta región, indicada originalmente por la consultora alemana 
Fichtner como el mejor lugar para emplazar el sitio de disposición final de los residuos sólidos industriales 
del área metropolitana. 


El control de la calidad del río Uruguay fue, en 2007, un objetivo clave para la DINAMA. Para esto, se 
realizaron cinco campañas de monitoreo en marzo, mayo, julio, setiembre y diciembre. Tanto los trabajos de 
recolección, conservación y traslado de muestras de agua del río Uruguay como los procedimientos 
realizados en los laboratorios que las analizaron, fueron sometidos a examen de GEMS Water, Sistema de 
Monitoreo Ambiental Global-A gua. Este es un programa dependiente de una serie de agencias de la ONU, 
especializado en este tipo de tareas. Los resultados de la auditoría confirmaron plenamente la capacidad 
técnica del país y la justeza de los procedimientos que se aplican. 


Se elaboró y presentó a las diecinueve Intendencias el Programa Nacional de Evaluación de Calidad de Agua. 
Esta herramienta será la base para que en 2008 se avance en el proceso de evaluación de la calidad de agua 
en todo el país. 


El Sistema Nacional de Areas Protegidas comenzará a concretarse en 2008 y se prevé inaugurar cuatro o 
cinco áreas. Se proyecta que, a fines de 2009, el Sistema cuente ya con una decena de áreas incorporadas. 


El Sistema Nacional de Áreas Protegidas tiene, en su concepción, un órgano asesor donde convergen las 
instituciones públicas y las ONG ambientalistas, llamado Comisión Nacional Asesora. Allí se logra circular la 
información relevante para el sistema y las opiniones tan importantes de los actores en todo este proceso. En 
2007, dicha Comisión mantuvo cinco reuniones de trabajo. 


En enero de 2007, el Decreto 037/007 establece la suspensión del tratamiento de nuevos pedidos de 
autorización de ingreso de vegetales transgénicos para uso agrícola. Sobre la base del trabajo realizado por la 
DINAMA en el marco del Proyecto URU/004/009, para el Desarrollo del Marco Nacional de Bioseguridad 
que culminó en marzo de 2007, se establecen los insumos para el llamado Grupo de Trabajo Interministerial, 
integrado por representantes de los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas, que en octubre presentará a los Ministros el 
avance de su trabajo y una propuesta concreta basada en la coexistencia de uso de cultivos naturales y 
transgénicos. 


El 30 de octubre se estudia el tema desde la óptica de la salud humana, en el taller que a tales efectos 
encabeza el Ministerio de Salud Pública, y en noviembre la DINAMA publica la Propuesta de Marco 
Nacional de Bioseguridad para Uruguay. 


Luego de varios meses de inspecciones continuas a la planta y de finalizar el análisis y aprobación del 
Proyecto de Ingeniería de tratamiento de efluentes, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente firmó -el 8 de noviembre de 2007- la Autorización Ambiental de Operación, habilitación 
que permite a la planta de celulosa iniciar su actividad productiva. 


Previo al inicio de esta operativa, se diseñó el Plan para el control de emisiones y desempeño ambiental de la 
planta, que se comenzó a aplicar apenas se iniciaron las operaciones industriales. 


Varios meses antes de que comenzara a funcionar la planta, el 18 de mayo de 2007 la DINAMA instaló la 
Comisión de Seguimiento de Botnia, incluyendo a organizaciones representativas de la sociedad civil de Río 
Negro y Soriano. Además, se invitaron a numerosas delegaciones políticas de las dos Juntas Departamentales 
de la zona. La Comisión mantuvo durante 2007 diez reuniones. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, entendemos necesario destacar la elaboración 
del proyecto de ley que reglamenta el artículo 47 de la Constitución, en el ámbito de la Comisión Asesora de 
Aguas y Saneamiento. También cabe señalar la fuerte coordinación de la DINASA con las Intendencias y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto en relación al tratamiento del drenaje pluvial urbano y las 
inundaciones. 


Con esto redondeo un informe sintético a efectos de dar una visión global acerca de las actividades de nuestro 
Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro -tal como decía el señor Subsecretario, arquitecto Couriel- que el 
señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambitente, ingeniero Carlos Colacce, 
ya nos había avisado que hoy tenía un examen médico complejo y que no podía postergar. 


Por otra parte, vamos a mencionar a algunos asesores presentes de la Contaduría General de la Nación y de la 
OPP, respectivamente, para que conste en la versión taquigráfica. Ellos son las contadoras Liliana Deminco y 
Susana Yackes y los contadores Luis Sisto y Andrés Vigna. 


También, desde Secretaría se me informa que hoy, en lo posible, se va distribuir la documentación de las 
organizaciones sociales que vamos a recibir mañana. Pedimos a quienes concurran a esa sesión que traigan la 
documentación porque es el único material que recibiremos cada uno de los legisladores. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Tengo algunas preguntas puntuales con respecto al articulado. 


Si no entendí mal, se dijo que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente había 
autorizado el ingreso de transgénicos a partir de 2007. Me gustaría que se me aclarara el tema. 


SEÑORA TORRES.- Ante la pregunta formulada por el señor Diputado, debemos aclarar que a partir 
de un decreto firmado en 2007 existe una suspensión del ingreso de nuevos transgénicos al país. Este 
decreto establecía un plazo de vigencia de dicha suspensión, que termina en julio de 2008. A su vez, se 
determinaba un plan de trabajo para un grupo integrado por los cuatro Ministerios vinculados al 
tema: Economía y Finanzas, Salud Pública, Ganadería, Agricultura y Pesca y nuestra Cartera. Se 
debía elaborar una propuesta para que, al momento del vencimiento de la vigencia de ese decreto, 
hubiese un nuevo plan de trabajo respecto al sistema de autorizaciones para el ingreso de nuevos 
transgénicos al Uruguay. También habría una documentación -esperamos en algunos meses completar 
el proceso de su redacción- que estaríamos enviando al Parlamento lo antes posible que, como marco 
normativo, serviría de base para la discusión del Marco Nacional de Bioseguridad que el Uruguay debe 
tener y por el cual estamos haciendo una apuesta importante en ese sentido. 


SEÑOR MACHADO.- Quisiera saber si vamos a continuar con esta moratoria, inclusive, para la 
investigación. Evidentemente tenemos que separar el proceso de producción con transgénicos y el 
proceso de investigación que, a mi criterio, se debe el país. Creo que estamos perdiendo un precioso 
terreno en esta área. Son dos cosas bien diferentes y me gustaría escuchar la opinión del Ministerio a 
este respecto. 


SEÑORA TORRES.- El proceso termina en julio y va a haber un nuevo sistema de autorizaciones para 
el ingreso de nuevos transgénicos. 


Por otro lado, se hizo una interpretación del Decreto que empezó a regir en enero de 2007, y las 
investigaciones que estaban en curso continuaron. El INIA realizó un trabajo, precisamente, en el sentido que 
el señor Diputado planteaba en cuanto a que la necesidad de investigar no podía detenerse debido a 
determinados procesos. Sin embargo, la autorización de nuevos eventos se detuvo y se va a empezar a 
procesar en el nuevo sistema cuando entre en vigencia el Decreto que sustituye el que mencionamos; este 
está en elaboración y a consideración de los señores Ministros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a comenzar con el análisis de los artículos que van del 320 al 352, en lo 
posible, agrupándolos por tema. 


SEÑORA VARELA.- Como dijeron el Subsecretario y la ingeniera Torres, para nosotros es un gusto 
estar aquí. 


Como ustedes habrán visto, el articulado comprende tres clases de artículos y son muy pocos los que 
implican el destino de recursos. Hay dos que cuentan con fondos presupuestales que refieren a recursos 
humanos y a la estructura del Ministerio. Uno de ellos está destinado específicamente a la DINAMA, a 
fortalecerla con cargos inspectivos para poder satisfacer las demandas que tiene el país en este sentido, y otro 
refiere a la reestructura general del Ministerio. 


Esta Cartera hizo un esfuerzo muy grande y presentó ante la OPP y la Oficina Nacional del Servicio Civil la 
reestructura general del Inciso. En ese sentido, el Ministerio de Economía y Finanzas fue muy sensible y 
asignó una partida para poder llenar todas las vacantes que genera esa reestructura. Si bien existe una 
limitación en tiempo para llenar los cargos, el Ministerio va a hacer un esfuerzo para ocupar la mayor 
cantidad posible antes del 1 de marzo de 2009, que es el plazo máximo que se tiene para ello. 


El artículo 320 intenta enmendar un error de redacción en la Rendición de Cuentas anterior. En ella se 
sustituyó la expresión amplia de "recursos humanos del Inciso" por la más restrictiva de "funcionarios". Esto 
ocasiona problemas en el pago de compensaciones y horas extra a los funcionarios que no son del Ministerio 
y que están prestando servicios, por ejemplo, a través de pases en comisión. 


El artículo 321 faculta al Ministerio a transferir a título gratuito bienes de su propiedad a organismos 
públicos, siempre que ello sea para el cumplimiento de los fines de los servicios que presta el organismo al 
que se le transfiere la propiedad. 


El artículo 322 asigna una partida para llevar adelante una reestructura en el marco de la transformación 
democrática del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos aclarar que el artículo 322 fue analizado en el día de ayer con la 
presencia de la OPP y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR MAÑANA.- La doctora Varela mencionó que hay pocos artículos con asignación de recursos 
para este Inciso. Lo que podemos observar es que hay $ 40:000.000 para gastos de contrato y de 
funcionarios presupuestados y $ 3:600.000 para inversiones. Esto, de alguna manera, es coherente con 
la política que ha llevado este Gobierno en materia de vivienda. 


Lo que quisiera saber, si fuera posible, es cuántos cargos presupuestados se van a crear, cuántos contratados y 
qué trabajo se les va a asignar. También quisiera saber en qué se considera que van a mejorar las funciones de 
estas reparticiones, es decir, de la DINAMA y de la DINOT. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted se está refiriendo al contenido del artículo 322? 
SEÑOR MAÑANA.-- Sí, y también al artículo 332. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo mejor será analizar artículo por artículo. Si al señor Diputado no 
le parece mal, analizaremos el artículo 332 en su momento. 


(Interrupciones) 


Un momentito, señor Diputado. Estoy hablando con el señor Diputado Mañana. 


Entonces, el señor Diputado solicita información relativa al artículo 322, ¿no es así? 
SEÑOR MAÑANA.- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR MACHADO.- Antes de continuar, con respecto al artículo 321, quisiera que se explicitara un 
poco más cuáles serán los mecanismos que se van a utilizar y qué controles se van a llevar adelante 
para esta cesión de bienes inmuebles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sigamos el orden del articulado. En primer lugar, evacuaremos la consulta 
relativa al artículo 321. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Este artículo contempla numerosas situaciones que se arrastran, inclusive, 
desde hace muchos años, en la actividad de nuestro Ministerio. 


Por un lado, tenemos la situación de numerosos conjuntos habitacionales que no tienen habilitación legal para 
ceder a los Gobiernos Departamentales, a las Intendencias, las calles y los espacios públicos. Lo mismo 
sucede cuando hay terrenos, previstos en urbanizaciones, para localización de servicios públicos como, por 
ejemplo, escuelas, estaciones de tratamiento de efluentes o subestaciones de UTE. Para estas situaciones, la 
única solución es tramitar un proyecto de ley para cada caso, por ejemplo, para donar a ANEP el terreno en 
donde se encuentra una escuela. Entonces, tradicionalmente, se ha venido recurriendo al comodato, es decir, 
a la entrega del terreno, en este caso, a la ANEP, en régimen de comodato. 


Lo mismo sucede cuando se realizan regularizaciones de asentamientos; los trabajos se realizan con la 
financiación del BID, que gestiona el Programa PIAL, y a través de ellos se han hecho centros CAIF y otra 
serie de instalaciones que hay que otorgar al INAU en comodato; no hay otra forma. Esto genera problemas 
de todo tipo, además de la inconveniencia de que los terrenos y las propiedades estén en la órbita de la 


gestión del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cuando, de hecho, están en 
posesión de otros organismos. Asimismo, las calles públicas, en el caso de las regularizaciones, tampoco se 
pueden transferir a las Intendencias Municipales. De hecho, la Intendencia Municipal se hace cargo del 
bacheo, de las reparaciones o del alumbrado, pero formalmente no se le pueden transferir. Entonces, lo que 
busca este artículo es habilitar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para 
poder hacer la escritura de donación en esas situaciones. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Ya que la Directora General se va a ocupar del artículo 322, 
me gustaría hacer una consulta. Hemos recibido delegaciones de funcionarios de distintos organismos, 
entre ellos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que nos 
plantearon algunas cuestiones referidas a la reestructura del Ministerio. Estuve revisando las normas y 


advertí que esta reestructura está habilitada desde la Rendición de Cuentas pasada. El artículo 43 de la 
ley presupuestal del período anterior autorizaba esta reestructura en este Ministerio y en otros. 


Me gustaría saber si la Directora tiene conocimiento de lo siguiente. Los funcionarios técnicos -arquitectos, 
etcétera- han ido ingresando por distintas modalidades: por contratos, por régimen de función pública. En 
este proceso ha habido distintas formas de resolver su incorporación a la carrera funcional. Por ejemplo, los 
que entraron antes del año 1996 se han mantenido como entraron, en régimen de función pública, y si en el 
tiempo que llevan allí se recibieron de arquitectos, no cambiaron su régimen de contrato. En cambio, los que 
entraron desde 1996 en adelante han tenido modificaciones en dicho régimen. ¿Esto lo van a considerar en la 
reestructura para igualar la situación de los funcionarios, más allá del origen de su ingreso y teniendo en 
cuenta básicamente el carácter profesional? Quisiera saber si los profesionales van a quedar en la misma 
categoría o si se les va a mantener la historia del ingreso. Si se les mantiene la historia del ingreso, va a haber 
diferencias bastante injustas. 


No sé si la Directora General tiene claro esto, si lo ha pensado o si el tema está en una etapa preliminar. 


SEÑORA VARELA.- Como dijo el señor Diputado, los mecanismos de ingreso al Ministerio han sido 
muy variados, desde su creación hasta la Ley N* 16.170 y posteriormente. A través de la Ley N” 17.930, 
la última ley de presupuesto que trataba de regularizar todas aquellas situaciones irregulares con las 
comisiones paritarias que se designaron a tales efectos en los distintos Incisos, las situaciones se fueron 
regularizando conforme a los instructivos de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Todas las 
regularizaciones y adecuaciones a los nuevos escalafones, las nuevas presupuestaciones, pasajes a 
contratos de función pública, han sido aprobados por la Oficina Nacional del Servicio Civil. En la 
mayoría de los casos, estas situaciones quedaron absolutamente regularizadas y todo se hizo conforme 
al instructivo. 


La reestructura que fue presentada el 31 de marzo se encuentra en la Oficina Nacional del Servicio Civil. Se 
nos ha hecho alguna observación muy menor, por ejemplo, en cuanto a la justificación de algún cargo que se 
crea en alguna Unidad Ejecutora, que dicho sea de paso, son muy pocos. Las situaciones de los profesionales 
a que refiere el señor Diputado se encuentran contempladas y fueron regularizadas conforme lo previó la Ley 
N? 17.930 y en base a los instructivos de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a través de las comisiones 
paritarias. Luego, en el marco de la reestructura se concursará para llenar todos los cargos; en esa situación, 
nunca se sabe quién va a ganar, si el que entró antes o el que entró después. Eso se verá. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Este es un tema preciso y quizás haya que revisar el 
mecanismo que se utilizó. 


Yo me refería a que hay funcionarios que entraron antes del año 1996 como eventuales y que quedaron 
incorporados al escalafón B y a que hay otros funcionarios que quedaron asimilados al escalafón A. Si estos 
funcionarios van a concursar por los cargos, lo harán en distintos escalafones y los que ingresaron al 
escalafón B no podrán acceder al escalafón A; sin embargo, todos los funcionarios, estén en el escalafón A o 
en el escalafón B, son arquitectos, ingenieros, contadores o abogados. Por lo tanto, quedarían en una 
situación de desequilibrio desde el comienzo. Los que entraron posteriormente van a quedar en el escalafón A 
y los que entraron antes, en el escalafón B. 


Quizás la consulta haya que hacerla directamente a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA VARELA.- Me acota la ingeniera Torres que algunas de esas inequidades fueron resueltas en 
la Rendición de Cuentas pasada en los casos específicos de DINAMA. 


El tema es que según la ley de Presupuesto anterior, uno regularizaba de la manera en que la ley lo disponía, 
dependiendo del régimen contractual por el cual la persona había ingresado, teniendo en cuenta el decreto 
reglamentario y el instructivo de la Oficina Nacional del Servicio Civil. La relación contractual a que dio 
origen es que en algunos casos fueron contratados para un escalafón y en otros casos, para otro, ya que al 
momento del ingreso reunían determinadas condiciones técnicas. Al momento de concursar dentro del 
escalafón o fuera de él, si tienen los perfiles técnicos para el cargo, podrán presentarse, conforme a la 
normativa vigente; a medida en que se den los concursos se regularizará la situación en un proceso que 
llevará tiempo. 


Me parece que la única forma de regularizar esta situación es mediante los concursos, y eso es lo que está 
previsto en la reestructura. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me gustaría escuchar la opinión de las autoridades de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil acerca de este tema. Seguimos teniendo la duda en cuanto a esta situación 
por la cual hay profesionales de una misma línea en dos escalafones distintos. Quisiera saber qué 
piensa la Oficina Nacional del Servicio Civil acerca de cómo regularizar esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no me equivoco, no tenemos representantes de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil en Sala. La señora Diputada recordará que ayer adelantamos el tratamiento del artículo 
322 porque sabíamos que hoy venía el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. No obstante, van a venir delegaciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil en los 
próximos días y haremos las consultas que correspondan. Tomaremos nota por Secretaría. 


Solicito al señor Diputado Mañana que reitere la pregunta que había formulado hace unos instantes. 


SEÑOR MAÑANA.- Hay una asignación de $ 21:500.000 para la DINOT. Quisiera saber cuántos 
cargos son presupuestados, cuántos son contratados y para qué. 


SEÑORA VARELA.- En este momento, no podemos responder con exactitud cuántos cargos se crean, 
porque las reestructuras del Inciso y por Unidad Ejecutora están a estudio de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y de la OPP; en virtud de lo que se establece en la ley anterior, serán objeto de 
aprobación por parte del Poder Ejecutivo. Las reestructuras aún se encuentran en ese marco, por lo 
que no podemos precisar qué cantidad de cargos se crean en cada Unidad Ejecutora. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Para complementar lo que dice la doctora Varela, quiero señalar que hay 
una estimación que se hizo en conjunto con el Ministerio de Economía y Finanzas, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil, porque es muy difícil hacer el 
cálculo preciso de cuánto va a insumir la reestructura. Nuestro Ministerio es el primero que alcanza 
este grado de avance en la reestructura. Es muy difícil de estimar, porque cuando se va a concursar por 
un cargo de dirección -inclusive, por los cargos que hoy están cubiertos en forma interina-, primero se 
hace un llamado interno y no se puede saber qué funcionario ocupará ese cargo. La diferencia salarial 
es lo que hay que cubrir, porque no es lo mismo que gane un funcionario que ya se está desempeñando 
interinamente en ese cargo que quien está en los últimos grados del escalafón. Asimismo, hay que tener 
en cuenta los ritmos de estos concursos, que implican tribunales, etcétera. Por lo tanto, no se puede 
saber cuánto se va a poder avanzar en el cubrimiento de esa estructura dentro del año en que corre 
este Presupuesto, que es el 2009, y que, además, es hasta el mes de marzo. 


Entonces, acá hay una estimación que se hizo en base a proyecciones de ese trabajo. Inclusive, se pueden 
llegar a efectuar llamados externos cuando en los llamados internos no existan aspirantes con la calificación 
necesaria para desempeñar esos cargos. Además, se agrega el hecho de que la reestructura está sin cerrar, 
como bien explicaba la doctora Varela. 


SEÑOR GAMOU.- Deseo dejar una constancia, porque hace algunos minutos un estimado colega hizo 
referencia a la forma en que este Gobierno gasta los dineros públicos y a la costumbre que 
aparentemente tendría, de invertir poco y contratar gente. 


Quiero decir que yo no comparto esa afirmación. Además, me parece que cuando venimos acá, a la actividad 
política, lo hacemos con pasado incluido. Hay que ver la situación en que quedó, por ejemplo, el Banco 
Hipotecario del Uruguay luego de decenas de años de administración por parte del partido político al que 
pertenece mi estimado colega; lo recibimos con un agujero muy grande. Por lo tanto, tuvimos que poner 
orden en el Ministerio y tapar agujeros; los hubo que tapar. No arrancamos de cero, ¿eh? La canción no 
comenzó en el año 2005 con un saldo a favor, sino con un bruto paréntesis en rojo que había que pagar. 


Por lo tanto, pido un poquito de justicia en las afirmaciones porque, si no, parece que estábamos en el país de 
las maravillas desde el punto de vista presupuestal y que usamos el dinero en otras cosas y no en la 
construcción de viviendas. 


Simplemente, quería hacer esa referencia porque, en lo personal, bajo ningún punto de vista voy a aceptar ese 
tipo de afirmaciones en esta Comisión. 


SEÑOR MAÑANA.- No voy a ingresar en una discusión que creo que hoy no vinimos a dar. Pero esto 
lo dijo Benjamín Nahum, y no lo dijo un hombre de mi Partido ni del Partido Colorado. El Plan 
Quinquenal de Vivienda de este Gobierno tiene gusto a poco. Después de que la izquierda pugnara 
durante treinta años para llegar al Gobierno nos encontramos con que este es el peor y menos 
ambicioso Plan Quinquenal de la historia de este país. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- No deseo introducirme en una discusión previa, pero quiero aclarar 
que la Rendición de Cuentas pasada marcó que el año anterior el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -que no estaba a cargo del actual titular, sino del anterior- 
había gastado un 33% de lo que tenía asignado para inversión en vivienda. Por lo tanto, creo que esto 
va de la mano de lo manifestado por el señor Diputado Mañana. 


No había solicitado la palabra para hacer esa aclaración, sino para pedir datos sobre la reestructura. Ya que el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es el primero que está realizando y 
avanzando en la reestructura, supongo que debe de tener un esquema sobre las necesidades de recursos 
humanos que tiene en cada una de sus áreas, cuáles están vacantes y cuáles no. Cualquier institución que 
pretenda hacer una reestructura de este tipo debe tener hecho -y es lo que pido que nos acerquen- un esquema 
que indique las necesidades de recursos humanos que se tiene en cada una de sus áreas. Más allá de que 
entiendo que puede ser complicado saber cuánto insumirá esta reestructura, sí deben de conocer qué tipo de 
recursos humanos se requieren en cada área. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está solicitando, entonces, para un futuro inmediato -dentro de lo posible- 
que nos hagan llegar una estimación de las necesidades de recursos humanos que tiene el Ministerio. 
Una vez que la Presidencia tenga en su poder esta información, será repartida entre los señores 
Diputados. 


SEÑORA VARELA.- Con mucho gusto acercaremos a la Comisión los proyectos de reestructura que se 
presentaron a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que incluyen la cantidad de recursos humanos que 
se necesitan, la cantidad de personal con que se cuenta, cuáles son presupuestados y cuántos van a ser 
presupuestados. Cabe precisar también que el proceso no está terminado porque hay una transición 
entre lo que es el SIRO y toda la estructura anterior, y estos cargos nuevos que se están creando por 
esta Rendición de Cuentas que se va a aprobar. Eso está en un período de transición, aunque con 
mucho gusto haremos llegar la documentación que fue presentada en marzo a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR PASTORÍN.- Quiero referirme a lo que señalaba la señora Diputada Peña Hernández. 


En realidad, la ejecución de inversión en el Ministerio en 2007 fue de un 93%. A eso hay que agregar que la 
inversión realizada en el programa PIAI fue también muy importante, inclusive superior a la que tuvo el 
Gobierno en todo el Período pasado. 


SEÑOR MACHADO.- Ya que entramos en este tema, yo recuerdo -no sé si estoy equivocado- que en 
las instancias de discusión de la Ley de Presupuesto la intención del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente era la de construir aproximadamente unas cinco mil 
viviendas por año. Esa era la pretensión del Ministerio. Si analizamos determinados números que 
tenemos y sumamos la cantidad de nuevas viviendas que se construyeron a través de convenios con las 
Intendencias Municipales, que fueron 1.266; la cantidad de viviendas terminadas en 2007, que son 
2.609, y las finalizadas en el período 2005-2006, nos da como resultado la cifra de 5.775 viviendas. 
Vamos más adelante, sumemos las que están en obra: 4.290, con lo cual alcanzamos a 10.070 viviendas 
aproximadamente. Eso nos da un promedio -incluyendo estas que se encuentran en obra- de 3.300 
viviendas por año, lo cual supera apenas el 50% de lo que era la intención de construcción por parte 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que refiere a lo asignado 
en la Ley de Presupuesto. 


Creo que el Ministerio -recuerdo las palabras del señor Diputado Gamou- estructuró esa intención de obra en 
función de un conocimiento profundo de su presupuesto. Evidentemente, aquí estamos frente a un problema 
de eficiencia en la ejecución de los recursos con que el Parlamento dotó al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Quisiera una explicación sobre estas cifras, y, si son equivocadas, solicitaría que nos acerquen las correctas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- En realidad, más allá del debate sobre los números, creo que los legisladores deben tener 
muy claro que el Fondo Nacional de Vivienda no se llama específicamente así, sino que lleva el nombre 
de Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. Nuestro Ministerio quiere hacer mucho énfasis en ese 
aspecto, porque la fragmentación sociourbana que viven Montevideo, su área metropolitana e 
importantísimas ciudades del interior del país provoca una situación de fractura social muy 
importante, lo cual es un desafío para nuestro Gobierno, pero también para todo el sistema político. 


De manera que este esfuerzo que ha hecho el Ministerio -por ejemplo, el que aludió el doctor Pastorín- está 
en esa línea. Estamos financiando un Programa de Integración de Asentamientos Irregulares que atiende 
fundamentalmente a este aspecto de mejoramiento barrial, cuestión que para nosotros es absolutamente 
central porque la situación del país cambió, y de manera muy importante. La situación de fractura social es 
muy aguda, y, paradójicamente, se agudizó en la etapa de la redemocratización del país. 


Esta es la reflexión más global que me merece el problema, y creo que es muy importante que todo el sistema 
político lo tenga claro, porque, obviamente, este es un desafío para nuestro Gobierno, pero también un 
desafío para el país en su conjunto. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Ya que estamos hablando del tema de la vivienda, me 
interesaría que se suministren datos -si el Subsecretario tiene información disponible, que supongo que 
la tendrá- sobre los resultados del Programa de Garantía de Alquileres del Ministerio, es decir, qué 
volumen de dinero se ha asignado y cuántas personas participaron de ese Programa. El Partido 
Nacional votó el artículo respectivo porque nos pareció una muy buena herramienta, la utilización de 
una cosa nueva, sustitutiva, inclusive, del proceso de construcción de viviendas, buscando que la gente 
encontrara viviendas donde las quisiera, en su barrio, etcétera; o sea que nos pareció una buena 
herramienta hasta por su filosofía. Si el Subsecretario tuviera información nos gustaría saber cuántas 
parejas o familias accedieron a ese Programa y qué cantidad de dinero se gastó allí. 


SEÑOR PASTORÍN.- Compartimos con el señor Diputado la importancia que tiene este Programa 
para nosotros. Entendemos que se trata de una oportunidad de acceder a la vivienda para mucha 
gente. 


En realidad, el Fondo de Garantía de Alquileres nos llevó un importante proceso de implementación. Lo 
hemos hecho junto con la Contaduría General de la Nación, que me parece que le dio el respaldo para que el 
Programa fuera creíble para los propietarios. Digo esto porque el Fondo funciona si los propietarios creen en 
él, si confían en que el Estado puede respaldar la garantía, y creo que el aval de la Contaduría General de la 
Nación es un dato para la población de que eso es así 


Entonces, este sistema se implementó en un trabajo conjunto con la Contaduría, y se han otorgado 375 
garantías de alquiler. Pero entendemos que ahora, en la medida en que el sistema ya está implementado y el 
Ministerio va a asignar más funcionarios -una de las carencias que hemos tenido es la falta de personal para 
atender la gran demanda que existe, que no se podía atender con los funcionarios existentes-, en el futuro 
podremos extender el sistema a todo el país a través de modificaciones en el marco legal, que está haciendo 
la Contaduría General de la Nación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere informar que en el Inciso 05 "Ministerio de Economía y 
Finanzas", figuran varios artículos que refieren al servicio de garantía de alquileres de la Contaduría 
General de la Nación. Me refiero concretamente al articulado que figura entre los artículos 144 y 151. 


SEÑOR MACHADO.- De la Contaduría, no del Ministerio. 
(Diálogos) 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Cuando el doctor Pastorín nos informa que la implementación 
se hizo a través de la Contaduría, supongo que nos estará hablando de la estructura, del mecanismo 
pero no de que se hace en el marco de la Contaduría, porque el Fondo está pensado y destinado a 
personas que no son funcionarios públicos, gente que inclusive tiene movilidad en el trabajo o, 
eventualmente, no tiene empleo. ¿Es así? 


SEÑOR PASTORÍN.- Exacto. Lo que se hizo fue coordinar con la Contaduría General de la Nación 
para aprovechar su conocimiento y experticia en la materia y tratar de coordinar acciones entre los dos 
organismos. 


SEÑOR MACHADO.- Tenemos una diferencia con el doctor Pastorín. Nosotros tenemos la 
información de que son solamente 120 casos. Nos gustaría recibir oficialmente esa información para 
chequearla con la que tenemos. Obviamente, no dudamos de lo que se informa, pero tenemos 
entendido que son solamente 120 casos. 


Coincido con quienes me han precedido en el uso de la palabra en cuanto a que todos teníamos una gran 
expectativa, porque el de la garantía de alquileres es un problema realmente importante para el país, 
fundamentalmente para la gente joven. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente, estamos en una Rendición de Cuentas, fijando 
cosas para el futuro. Como estamos en una Rendición de Cuentas nos preocupa mucho lo que se ha 
hecho en el Ministerio, y en ese sentido van algunos de los comentarios que se están haciendo. 


Comparto plenamente algunas de las apreciaciones que hizo el señor Subsecretario, por cuanto la vivienda es 
un tema social muy importante, y nos debe preocupar para que no se siga desgranando toda la estructura 
social. No obstante, me gustaría que el Ministerio nos dijera, por ejemplo: "No hacemos más viviendas 
porque no dan los recursos" o "No hacemos más viviendas porque es muy entreverada la cosa, muy 
complicada". O bien, como dijo el señor Diputado Gamou: "Nos han dejado una herencia maldita horrible, y 
mientras ordenamos todo eso se nos pasan tres años, cuatro, y las viviendas no las podemos hacer". No sé 
bien dónde está el problema: si el problema es que la estructura del Ministerio está mal hecha, es pesada o lo 
que sea -le pueden echar la culpa a eso- o que los recursos que se le han asignado al Ministerio son 
insuficientes. Es una o la otra; no hay duda de esto. También podemos hacer un discurso, irnos por las 
paredes y los techos y decir cualquier cosa, pero esas serían las razones. 


Entonces, si fuera falta de recursos -que es lo que yo pienso- este es el momento de fijar prioridades y buscar 
la posibilidad de que el Gobierno asigne más recursos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente para cumplir con una serie de fines que podríamos evaluar; y, en ese sentido, comparto el 
lineamiento que señaló el señor Subsecretario. 


Si se me preguntara al respecto -tal vez no quede bien lo que voy a decir- diría que yo hubiera gastado más en 
vivienda que en el Ministerio de Marina Arismendi. Eso es lo que haría yo, pero no soy gobierno. Es decir, 
las prioridades son distintas. 


Entonces, lo que estoy preguntando es si la poca ejecución de vivienda -que no condice con las necesidades y 
con las expectativas, que son mucho mayores- se debe a que la estructura del Ministerio es pesada, está mal 
hecha, no tiene gente capacitada -lo que se quiera decir-, o a que los recursos son pocos, que se estimaron mal 
o que los costos subieron. Alguna de esas cosas pueden ser. Quizás se estimaron recursos para construir 5.000 
viviendas y después subieron los salarios, los costos y demás, y no se pudo hacer más que 1.000. Esa es una 
explicación. 


Estamos en la Rendición de Cuentas y por eso queremos que se nos diga: "No se pudo hacer más de lo que 
habríamos deseado o de lo que necesitábamos, por una de estas dos causas". Y para el futuro ¿qué vamos a 
mejorar? ¿Vamos a tener más dinero para invertir o arreglamos el tema con la reestructura de los 
funcionarios, para lo cual veo que hay como $ 50:000.000 asignados? Que se nos diga: "Hacemos una 
reestructura y la cosa camina", o bien: "Sería mejor asignar US$ 100:000.000 adicionales al Ministerio para 
hacer más viviendas". Mi pregunta va en ese sentido, porque la rendición de cuentas del Ministerio sobre lo 
que se ha hecho en materia de viviendas es negativa, y queremos saber qué se necesitaría para hacer más en 
el futuro. ¿Arreglar el tema de los funcionarios? Estoy de acuerdo. ¿Con eso se soluciona el problema? Se 
verá. ¿O tal vez precisan más recursos? 


SEÑOR MACHADO.- Quiero abonar más lo que está diciendo el señor Diputado González Álvarez. 


Tengo en mi poder una información del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
acerca de la ejecución del Inciso al 7 de agosto de 2007. El total de inversiones tiene un 31,6% de ejecución. 
Creo que con ese dato huelgan los comentarios. Estos números, que son del propio Ministerio, nos están 
dando la pauta concreta del nivel de ejecución de los dineros que fueron presupuestados por este Parlamento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- De acuerdo con lo que dice el señor Diputado Machado, el 
problema no es de recursos, sino de incapacidad del Ministerio por distintas causas, pero yo quiero 
escuchar la opinión del Subsecretario, quien había iniciado el tema. 


SEÑOR ASTI.- Creí que habíamos empezado a tratar el articulado, pero vamos directamente al tema 
de rendición de cuentas de lo hecho por el Ministerio. En realidad, lo que ha hecho este Gobierno - 
quizás no le guste a otros partidos presentes en este Parlamento- fue definir claramente cuáles eran las 
prioridades para este quinquenio. Habrá otros quinquenios en los que podremos tener otras 
prioridades. No voy a insistir en ellas, pero claramente son: educación, salud, seguridad pública e 
infraestructura. Esas fueron las prioridades claramente establecidas al inicio de este Período de 
Gobierno en su Presupuesto Nacional. 


Obviamente, el tema de la vivienda nos preocupa a todos, pero también sabemos que este Gobierno y, en 
particular, este Ministerio han definido otras estrategias. No se trata solamente de la construcción de 
viviendas; están la Agencia Nacional de Vivienda, los subsidios para la vivienda y las garantías. No se trata 
solamente de cuantificar las viviendas construidas, cuando hay otro tipo de soluciones habitacionales que no 
necesariamente pasan por la construcción de viviendas, en momentos muy especiales del país. Existe una 
fractura social -como decía el señor Subsecretario-, pero también un muy importante auge de la construcción 
privada para otros sectores. Realmente, habiendo unidades habitacionales desocupadas, hay otras formas de 
encarar el problema en este momento coyuntural. Pero si tenemos que hablar de la política en general de 
acceso a la vivienda, no solamente de construcción, deberíamos reabrir el debate con relación a esto. 


SEÑOR GAMOU.- No quiero invadir la competencia de una Comisión de esta Cámara como la de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, pero ya que hemos entrado en el tema quisiera preguntar a la 


delegación del Ministerio algo a lo que hacía referencia recién el señor Diputado Asti. Quisiera saber si 
pueden dar una idea aproximada del déficit de vivienda que hay en el país, del número de 
demandantes de vivienda y de las viviendas desocupadas. 


¿Cuántas viviendas habría que construir en el país para que hubiera una vivienda para cada demandante? 
Pregunto esto porque a veces tengo la impresión, caminando por mi barrio de Palermo, de que hay muchas 
viviendas desocupadas. No quiero invadir lo que es de mis compañeros, pero mi temor es que se nos vaya la 
mano construyendo más viviendas de las que se necesitan. 


A su vez, me gustaría saber si podrían explicar qué dificultad entraña lo mencionado en cuanto al urbanismo, 
porque la eliminación de asentamientos que lleva adelante el PIAI no tiene que ver solamente con gastar en 
construir viviendas de bloques y ladrillos sino con que, prácticamente, hay que sembrar una infraestructura 
urbana. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- A veces uno se asombra de determinadas apreciaciones, porque creo 
que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente fue concebido para 
realizar una cantidad de tareas, pero especialmente para dar solución habitacional a los ciudadanos. 


Reitero que el Ministerio lleva un 31% de ejecución del Presupuesto de este año; el año pasado hubo más de 
un 90%; el anterior, la ejecución alcanzó a un 33%. Eso se lo dijimos aquí al señor Ministro Arana, durante la 
discusión de la Rendición de Cuentas, y también lo manifestamos en el plenario. Por eso era importante que 
siguiéramos la evolución de la inversión. Pero el Ministerio, más allá de sus tareas importantes en lo relativo 
al medio ambiente y al ordenamiento territorial, también ejerce una acción de movilizar la construcción en el 
país, que es importantísima. La solución habitacional es importante; el movimiento económico que produce 
la construcción de viviendas, también lo es. Por eso nos preocupa tanto saber cuánto se está invirtiendo en 
este aspecto por todos los mecanismos que el Ministerio tiene, ya sea el PIAL, convenios de obra, convenios 
con la gente para su autoconstrucción o, por el que sea. Entendemos que la construcción mueve el país. Esto 
se relaciona con nuestra preocupación por el porcentaje de alquileres del que estamos hablando; me refiero a 
los ciento veinte alquileres que se han logrado. Tenemos que buscar la manera de solucionarlo, y eso también 
va de la mano de este proyecto que es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que para eso se creó. 


Tengo una pregunta sobre las medidas o políticas que tiene el Ministerio para soluciones habitacionales 
dirigidas a los jóvenes, pero la voy a plantear al final. 


SEÑOR TAJAM.- Tal vez me adelante a alguna contestación que dará el Ministerio, pero como 
tenemos acá esta cantidad de información, vamos a utilizarla. El Presupuesto fundamental del 
Ministerio es para inversiones, y tenía asignado nada menos que $ 2.440:000.000, en las economías; 
según el cuadro N?* 25, se rinde un 7.43%. Quiere decir que el resto lo ejecutaron; 100 menos 7, es decir, 
un 93% de ejecución solo mejorado por las ejecuciones de la Universidad, la ANEP y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. En inversiones, que es lo principal, hubo una muy buena ejecución. En 
funcionamiento, tal vez, la ejecución no fue tan importante, pero este es casi un gasto marginal dentro 
de este Ministerio. Si nos remitimos al cuadro N” 34 resulta que la ejecución en este Ministerio 
comparada con la del año 2006 fue un 26% superior. Los cuadros que nos acerca el Ministerio de 
Economía y Finanzas son bien relevantes para indicar una situación que no es la que se está 
considerando en este momento. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Creo que particularmente en este ámbito importa hacer una reflexión serena sobre la 
problemática a la cual estamos abocados desde nuestro Ministerio. Sinceramente, cuando el nuevo 
Gobierno ingresó al Ministerio nos encontramos con una situación muy difícil, que percibimos en las 
entrevistas que hemos mantenido con los distintos Consejos de Ministros en el interior del país. 


Como se sabe, nosotros accedimos al Ministerio hace muy poco tiempo. Me interesa trasmitir a los señores 
legisladores que quedé muy sorprendido por una parte importantísima de las demandas de los vecinos de 
Rosario, de Tranqueras, de Paso de los Toros, de San Carlos, etcétera, donde he tenido que participar 
directamente. Aprovecho para decir, además, que esta es una de las experiencias más interesantes, no solo 


para los vecinos sino para nosotros, como Poder Ejecutivo. Me refiero a poder tener contacto directo con los 
vecinos, que es muy recomendable para cualquier Gobierno. Asimismo, debo decir que en estas entrevistas - 
no digo en todas- frecuentemente aparecen problemas con los grupos SIAV, impulsados por Administraciones 
anteriores en situaciones muy críticas. A nuestro Ministerio le está llevando un tiempo enorme de su gestión 
resolver estas problemáticas del pasado. 


No quiero insistir con el pasado; quiero hablar del futuro. Simplemente, señalo que es un testimonio 
importante el hecho de que muchísimos vecinos han sido estafados, porque los dineros se volcaban a los 
institutos de asistencia técnica, no a la gente. De manera que tenemos una serie de problemas legales, 
jurídicos, en los que aún hoy estamos trabajando. 


No podemos desconocer que nuestro país se vio conmocionado por las crisis de 1982 y de 2002. Estas crisis 
no pasan en vano; dejan muchos heridos. Yo diría que nuestro Ministerio en particular tiene heridas que aún 
estamos suturando. Concretamente, me refiero al Banco Hipotecario luego de un rediseño, de una 
reestructura muy profunda. Esto lo conozco porque me dediqué a la vivienda popular toda la vida y siempre 
ví un Banco Hipotecario que tenía un conjunto de funciones que evidentemente hipertrofiaron este servicio 
público. Digo esto porque entre sus funciones estaba la de construir viviendas, monitorear los conjuntos 
habitacionales, otorgar préstamos en toda la gama. De manera que se generó una institución absolutamente 
insustentable. Recuerdo de toda la vida el porcentaje de los costos operativos que tenía el Banco. Para cada 
Programa los costos operativos eran enormes porque tenía que financiar una burocracia absolutamente 
desproporcionada y, desde nuestro punto de vista, también muy mal organizada para las funciones. Entonces, 
cuando accede este nuevo Gobierno dice: "Bueno, muy bien; generemos una institución específicamente para 
la gestión". Esa función la ejercerá -y ya lo está empezando a ejercer- la Agencia Nacional de Vivienda. Es de 
conocimiento público que hemos tenido dificultades -hay que decirlo- para convencer a los funcionarios de 
realizar esto de la manera más rápida posible. Estamos en medio de ese proceso. Pero también debo decir que 
estamos avanzando, lo cual desde nuestro punto de vista es absolutamente central. La Agencia Nacional de 
Vivienda es un tema central. 


Sintéticamente, voy a dar un panorama de la situación crítica que se vive en materia urbano-habitacional en 
nuestro país. Si me preguntaran rápidamente donde están los núcleos problema de la situación, de la 
población más vulnerable de nuestro país, yo elegiría las siguientes cuestiones. No cabe la menor duda de 
que primero está la población que vive en asentamientos irregulares. En segundo lugar, están aquellos 
conjuntos habitacionales promovidos por el Estado que hoy se encuentran en una situación crítica. Hay 
conjuntos habitacionales cuya situación urbano-habitacional es aun más grave que la de algunos 
asentamientos irregulares. Por tanto, no me cabe la menor duda de que nuestro Ministerio tiene que construir 
viviendas. Pero la problemática es mucho más compleja, y por primera vez la Agencia Nacional de Vivienda 
pone la lupa en los conjuntos habitacionales. Aunque parezca raro, se trata de una política de vivienda, 
porque esta gente está viviendo situaciones de vulnerabilidad muy grandes. 


Quiero decir algo más. Históricamente, hubo mucho reduccionismo económico en la localización de los 
conjuntos habitacionales. Digo esto con mucho respeto y con mucho cuidado, pues no estoy hablando de 
malas intenciones. No me cabe la menor duda de que las Administraciones anteriores tuvieron la mejor 
intención de resolver la problemática habitacional. Sin embargo, el reduccionismo económico aplicado llevó 
a que muchísimos conjuntos habitacionales estén en periferias críticas. Esto es muy grave. Les voy a citar el 
caso paradigmático de Casavalle, que es el barrio de Montevideo que más inversiones públicas ha recibido 
históricamente en materia habitacional. ¿Y saben algo? A la vez, Casavalle es el barrio que presenta los 
mayores niveles de pobreza de todo el departamento de Montevideo; la pobreza allí alcanza el 78,1%. Yo 
creo que esto tiene que llevar a una profunda reflexión a todo el sistema político. Lo digo con mucho respeto 
y mucha consideración, porque fueron colegas los que trabajaron en este sentido; colegas que yo respeto, 
pero no cabe la menor duda de que se cometieron errores. Y nuestro Ministerio no quiere volver a cometer 
los mismos errores. De manera que si hay un terreno ubicado en una zona periférica y otro en una zona con 
servicios urbanos, aunque el terreno cueste un poco más caro, no dudamos en lo que hay que hacer; es lógico 
que las localizaciones de los conjuntos habitacionales sean en zonas urbanizadas, porque si no es así, 
generaremos nuevos Casavalle; en 30 años estaremos hablando otra vez de otros Casavalle, y eso es lo que 
queremos evitar. 


Sinceramente, pienso -y tengo mucha confianza en ese sentido- que la Agencia Nacional de Vivienda debe 
trabajar en el tema de los conjuntos habitacionales, en esa cartera crítica que el Banco Hipotecario le 


traspasa; debe estudiar las situaciones y ver la manera de ir resolviéndolas. 


Pero también quiero decirles que hay buenas noticias. Como le decía en otra oportunidad al Senador Moreira, 
soy un canario industrial. Nací en Juan Lacaze; por lo tanto, soy un canario industrial; del agro sé muy poco. 
Sin embargo, este cargo me ha permitido conocer, por ejemplo, la actuación de MEVIR en el medio rural. 
Sinceramente creo que es de los programas más interesantes de nuestro Ministerio, y tenemos que apoyarlo y 
difundirlo. He quedado completamente conmovido frente a programas que tienen una sensatez 
impresionante; me refiero, por ejemplo, a un programa muy simple que se llama "Mejoramiento predial". 
¿Qué significa lo de mejoramiento predial? Por ejemplo, si a una familia le falta la conexión a la red de 
energía eléctrica, le resuelven el problema y se van; si otra familia necesita un pozo de agua y un tanque, le 
solucionan esas carencias y se van. Del mismo modo, si hay un problema concreto de vivienda y debemos 
elegir entre integrar a esa familia a un conjunto de MEVIR en la periferia de una ciudad del interior, o 
localizarla en su predio, no cabe la menor duda de que es mejor que se localice en su predio. Entonces, si el 
problema es habitacional, con el programa -que es muy flexible- se les resuelve, y no siempre a través de la 
construcción de una vivienda nueva, porque muchas veces se arregla con el reciclaje de la existente y con una 
pequeña ampliación. Otro ejemplo del que podemos hablar es la unidad productiva, que es un simple galpón 
que implica una bajísima inversión pero permite a una familia tener un pequeño tambo, lo que le triplica o 
cuadruplica la productividad. Esto lo vi concretamente en San Ramón. 


También quiero decirles de estos programas que estoy describiendo, que en nuestro Período de Gobierno, en 
promedio, MEVIR está 32% por encima de la Administración anterior con relación a las unidades 
productivas. Y yo creo que tenemos que seguir haciendo este tipo de inversiones. 


Como ustedes pueden apreciar a través de este mapeo muy sintético, producir viviendas nuevas ya no es el 
único problema; el problema es mucho más complejo. Voy a citar otro ejemplo para que tengan presente los 
desafíos que tiene el país. Antes de acceder a este Ministerio hicimos un trabajo de consultoría para el 
Programa de Integración de Asentamientos Irregulares. Este programa todavía no está terminado, pero sí el 
diagnóstico del departamento de Montevideo. Sinceramente, a nosotros, que venimos trabajando en este tema 
desde hace muchos años, los números nos sorprendieron, y se los voy a mencionar. Como ya les dije, el 11% 
de la población de Montevideo vive en asentamientos irregulares. Nosotros dividimos en tres categorías la 
situación de los asentamientos irregulares en el departamento de Montevideo. Una es la de aquellos que ya 
tienen su mejoramiento barrial; otra es la de aquellos que en un corto lapso van a ser mejorados desde el 
punto de vista de su infraestructura urbana y de servicios. 


Como ustedes saben, el PIAI tiene una pata habitacional, una pata urbana y otra social, lo que también es 
muy importante y nos enseña -otra vez- que el tema no es la vivienda; la situación de fragmentación 
sociourbana lo demuestra: hay que aplicar programas transversales. En el caso de Montevideo, nuestro 
estudio arrojó las siguientes cifras. El 13% corresponde a 145.000 personas que están en asentamientos 
irregulares, según datos del INE referidos al año 2006. El 48% de esta población tendría distintas prioridades 
desde el punto de vista urbano-territorial, podrían mejorar sus barrios; pero hay un 39% -son 57.000 
compatriotas, repito, sólo en el departamento de Montevideo- que viven en zona rural o inundable -por ende, 
no se los puede regularizar- o que están en los conjuntos habitacionales proporcionados por el Estado que se 
encuentran en situación confusa en materia de propiedad, que tienen intrusos, etcétera. O sea que el 39% se 
compone de estas tres categorías. 


Lo que me parece fundamental es que se tenga conciencia de que la situación sociourbana cambió 
radicalmente. No estamos en el período de sustitución de importaciones; yo no digo que en ese período no 
había desigualdades sociales; las había, pero de algún modo los servicios urbanos iban llegando. Hoy 
tenemos la problemática de que los estándares no llegan. ¿Por qué no llegan? Por una razón muy simple, 
porque desde el período de la redemocratización del país hasta nuestros días se ha producido un fenómeno, 
que obviamente no es solo de ese período sino que es una tendencia robusta que viene desde que existe el 
censo, desde 1963. Lamentablemente, entre 1908 y 1963 no hubo censo en el país; pero desde 1963 a 1996, 
es decir, durante treinta y tres años hubo una tendencia robusta de crecimiento de las periferias 
montevideanas y también del territorio metropolitano. Tanto el territorio metropolitano como las periferias 
crecen. 


¿Por qué crecen las periferias? Crecen básicamente por dos razones, porque las familias buscan nuevas 
estrategias de sobrevivencia al no poder hacerlo en el tejido residencial formal. Entonces, buscan la periferia 


como estrategia de vivienda. Ojo: no como una estrategia de empleo, a diferencia de lo que pasaba en el 
período de sustitución de importaciones, cuando la gente migraba hacia Montevideo atraída por sus servicios, 
pero sobre todo por el empleo que aquí se brindaba. Ahora la situación cambió radicalmente: la gente migra 
para resolver su problema habitacional. 


Pero, además ¿por qué crecen las periferias? Porque también las tasas de fecundidad son mayores. Entonces 
son dos efectos que se suman. 


A mí me parece importante decir esto en este ámbito, porque es el sistema político el que tiene que resolver 
esta problemática. Nosotros somos ejecutores de lo que decide el sistema político. De manera que les pido 
que tomen en cuenta que la crisis del 2002 fue muy importante para toda la población uruguaya, pero no 
tengan la menor duda de que en el ámbito estrictamente de las competencias de nuestro Ministerio, tuvo, 
tiene y tendrá consecuencias todavía muy importantes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente lo que ha expresado el señor Subsecretario 
enriquece, pero es una charla que podría darse en otro lugar, no ahora, porque tenemos los plazos 
bastante acotados. Podemos compartir muchas de las cosas que él ha dicho. 


Las preguntas que hice son mucho más concretas. Yo pregunté si la baja ejecución de viviendas se debía a 
que el Ministerio no funcionaba orgánicamente por carencias de estructura o de funcionarios capaces, o 
porque los recursos que se le han asignado son pocos y, entonces, necesitaría más. 


Agrego una pregunta que quisiera que se contestara y es la que hizo el Diputado Gamou, sobre cuál es la 
necesidad de viviendas. Me imagino que eso estará evaluado; me refiero a si se precisan 50.000, 20.000, 
200.000. ¿Cuál es la necesidad, por un lado, para los aspirantes a viviendas y, por otro, en los casos de las 
viviendas rurales, de los inundados, o aquellos en los que hay cuatro casas en un mismo pasillo? 


Resumo las preguntas porque son para contestar en pocos segundos: si faltan recursos para que el Ministerio 
pueda cumplir, si el problema es la falta de funcionarios y por eso se piden cuarenta y pico de millones a fin 
de solucionarlo y cuántas son las viviendas que se necesitarían. 


SEÑOR BRENTA.- Mi pregunta es complementaria de la del señor Diputado González Álvarez. 


Me parece que, en parte, lo que el Diputado González Álvarez plantea como pregunta no contestada tiene que 
ver con que su visión del tema de la vivienda se reduce a la construcción de viviendas nuevas. Entonces, me 
parece que es bueno que el Ministerio explique cuál es su visión sobre la solución del problema de la 
vivienda en toda su complejidad. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


———Como él dice que no fue contestada, quizás deba ser reiterada la respuesta en términos más sencillos, 
para que pueda ser comprendido que hay una visión que es bastante más global que la construcción de 
viviendas nuevas. Es un tema bastante más complejo. 


(Diálogos) 


SEÑOR GANDINI.- Para quienes no somos especialistas en el tema de la vivienda -como no lo somos 
en muchos otros que pasan por esta Comisión- lo importante en nuestra tarea es la rendición de 
cuentas, tomar en consideración cómo se han gastado los recursos que pidieron los distintos 
organismos y qué es lo que están pidiendo. Así que yo me tengo que remitir a eso, aunque me 
resultaron muy interesantes y provocadoras las reflexiones que, con serenidad, hizo el Ministerio. 


Acá he escuchado varias interpretaciones o lecturas de los datos que tenemos, y por eso voy a ser muy 
concreto en mis preguntas. ¿Cuál es el nivel de ejecución del presupuesto de inversión para viviendas que ha 
alcanzado el Ministerio en los Ejercicios 2005, 2006 y 2007? ¿Cuál es el porcentaje de ejecución de inversión 


en viviendas del Ejercicio 2007? ¿Cuál es el monto en pesos que se ejecutó en el 2007 y cuál es el monto en 
pesos que en el 2007 no se pudo ejecutar? Lo digo a la luz de lo que estamos analizando, del propio 
Presupuesto y también del artículo 419 de esta Rendición de Cuentas que topea la inversión para todos los 
Incisos, que disminuye los recursos de inversión previstos en un 6,5%. 


Quisiera que se contestaran estas cosas muy puntuales y concretas, porque tenemos que hacer números con 
ellas. Uno piensa que lo que no se ejecuta hay que redistribuirlo, y hay otros que están pidiendo más y tienen 
capacidad de ejecución. Entonces, hay que ver a dónde destinamos los recursos que hay, sin generar más 
presión a los contribuyentes. 


SEÑOR MUJICA.- Precisamente, mi pregunta iba por el lado de lo que acaba de decir el señor 
Diputado Gandini. Estamos trabajando con dos cifras de ejecución porque, de acuerdo con lo que 
decía el señor Diputado Tajam anteriormente, si del total de inversiones asignadas hay un 7,25% de 
economías, la diferencia da un noventa y pico de ejecución. 


Por otra parte, se ha mencionado en Sala un 31% de ejecución. Entonces, ¿cuál es la cifra real de ejecución? 
La discusión no puede ser igual si se da por hecho que hay un 30% de ejecución, cuando en realidad los datos 
que envía el Ministerio de Economía y Finanzas indican que hay un 93%. 


SEÑOR GAMOU.- Fue muy clarificadora la exposición del señor Subsecretario y creo que vino bien. 
Como legislador y como miembro circunstancial del Parlamento Nacional, sin querer invadir las 
competencias de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, me gusta saber, cuando se 
hace un balance global, cuál es la actividad de un Ministerio tan importante. 


Por lo que veo, hay una tendencia, a mi juicio equivocada, a considerar como solución habitacional 
únicamente a la construcción de vivienda nueva. Teniendo en cuenta las viviendas actualmente construidas en 
Uruguay, ocupadas y desocupadas, y las viviendas que mediante reformas se pueden transformar en 
viviendas dignas -por llamarlo de alguna manera-, ¿cuántas viviendas nuevas se estima que habría que 
construir para que existiera una solución habitacional para cada familia demandante? 


Me quedó clara la otra apreciación y coincido plenamente con lo manifestado por el señor Subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las preguntas están claras. Intentamos reencauzar el análisis, sobre 
todo teniendo en cuenta el articulado y lo que los señores legisladores han solicitado. 


Las preguntas pasan fundamentalmente por dos temas. Uno es la ejecución en los últimos tres años, y en 
especial en 2007, incluido el monto en ejecución y lo no ejecutado en ese año. El otro tema es más general, 
pero supongo que el Ministerio debe tener información, y tiene que ver con cuántas viviendas faltarían para 
contemplar las aspiraciones de la ciudadanía uruguaya. 


SEÑOR MAÑANA.- Me parece importante saber el nivel de ejecución presupuestal en porcentajes, ya 
que aquí se han mencionado varias y disímiles cifras. Creo que es importante saber cuántas soluciones 
habitacionales se hicieron, porque uno puede ejecutar todo el presupuesto pero no cumplir con el 
objetivo de construcción de viviendas planteado en el Plan Quinquenal. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Como digo en el Ministerio, estoy en el preescolar con relación al Estado. Por primera 
vez estoy en el Estado, así que también estoy en el preescolar con relación a los procedimientos. 


Quiero mencionar una pequeña cuestión respecto a la pregunta del señor Diputado Gamou. Sinceramente, si 
usted reflexiona un poco acerca de lo que dije antes, verá que este es un tema de debate. A estos 57.000 
compatriotas que viven en asentamientos irregulares en el medio rural y que no pueden ser regularizados en 
Montevideo, ¿los incluimos en el déficit o no? En realidad, ellos tienen vivienda. 


Creo que es un tema muy importante el que plantea el señor Diputado pero, sinceramente, hay distintas 
bibliotecas; de manera que no quisiera dar una cifra. Me gustaría que los señores Diputados tuvieran claro la 


complejidad de la problemática. 


SEÑORA PEREYRA.- Quiero hacer una precisión con respecto a la intervención del señor Diputado 
Machado sobre las garantías de alquiler. 


Las garantías de alquiler están divididas: dentro del PIAI, en un componente de prevención, están los 
ingresos menores a $ 10.000, y en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los 
ingresos que superan esa cifra que acabo de mencionar. En ese sentido, teniendo en cuenta este componente 
de prevención, a través del PIAI y del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
hicimos un acuerdo con ANDA, que es la que interviene en las garantías de alquiler con las características 
que acabo de mencionar. Otorgamos 316 contratos en un total de 1.200 personas atendidas. Esto debe ser 
sumado a las cifras que mencionó el asesor, doctor Pastorín; debe haber algún trabuco en la cifra que el señor 
Diputado tenía. Digo esto a los efectos de que después lo pueda constatar cuando le enviemos la información 
que requería. Me parecía pertinente mencionar esos 316 contratos de alquiler que se hicieron a través de 
ANDA entre una población de 1.200 personas que tenemos registradas y que pretenden usar esas garantías, 
aunque no todas están en esas condiciones. En cuanto a las personas que tienen un ingreso menor a $ 10.000, 
están los cuidacoches, que si bien tienen un ingreso diario permanente, no tenían cómo conseguir una 
garantía de alquiler. Mediante una declaración jurada, nosotros ofrecemos esas garantías a través de ANDA. 
Reitero que ya se adjudicaron 316. 


SEÑOR MACHADO.- La información que tenemos es que son 120 los casos que accedieron al sistema 
de garantía. Si son más, le agradecemos que nos envíe la información para chequearla. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En el caso del convenio con ANDA, la persona que requiere de la 
garantía de alquiler, ¿tiene que hacerse socia? 


SEÑORA PEREYRA.- No; nosotros hicimos un contrato con ANDA, establecimos las reglas de juego y 
es el PIAL el que tiene contrato con ANDA y deriva a los interesados. 


SEÑOR PASTORÍN.- Las interrogantes planteadas por los señores Diputados van a ser respondidas 
por la economista Rodríguez. 


En cuanto a la reflexión en torno al Presupuesto, no podemos afirmar desde el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que hay que ir a atender todas las necesidades habitacionales del 
país y que el presupuesto alcanza. En realidad, cualquier déficit que estemos manejando, que va desde 
sesenta a cien mil, si hacemos una breve cuenta de sesenta mil por treinta o cuarenta mil dólares, todos 
podrán imaginar la cifra que da y no hay Presupuesto de ningún Gobierno que pueda destinar esa cifra para 
cubrir el déficit total. En relación a eso, como parte de este Gobierno, también acompañamos las prioridades 
que el Poder Ejecutivo se ha fijado y en ese marco es que trabajamos. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Primero voy a retomar el tema que planteaba el señor Diputado Gamou en 
cuanto al déficit y a cuál es la necesidad de construcción de viviendas. Déficit es lo que falta. Si lo 
miramos en cantidad de viviendas, llegamos a la sorprendente conclusión de que las viviendas sobran. 
Este país tiene como característica particular que tiene más viviendas que hogares. Aun si descontamos 
la vivienda de temporada, existirían más viviendas libres que familias que necesitan vivienda. 


El problema no es de construcción de viviendas. En ese sentido, cuando se planteó el Plan Quinquenal, su 
espíritu fue que no tratáramos de medir cuantitativamente lo que se da sino también cualitativamente. Por 
otro lado, estamos diciendo que los problemas no solo refieren a construir sino a dar acceso mediante 
distintas soluciones, que tienen diferente costo. 


Además, si tuviéramos que satisfacer la necesidad de vivienda de 60.000 familias en un instante, 
probablemente el Presupuesto del país no alcanzaría porque también queremos satisfacer otras necesidades 
que son importantes para las familias. 


En cuanto a la ejecución, me sigue sorprendiendo el porcentaje de 30% que manejaba la señora Diputada. Yo 
tengo los números de 2006; ustedes también los poseen porque tienen la información de las Rendiciones de 
Cuentas anteriores. En 2006, la ejecución estuvo en el entorno del 80% y, en 2007, fue del 90%. Por lo tanto, 
creo que la ejecución siempre puede ser mejorable, pero no podemos decir que fue una mala ejecución. 


Desde el punto de vista de los recursos, también es importante señalar que, cuando asumimos en esta 
Administración, gran parte de los recursos estaban ya comprometidos: contratos firmados, licitaciones en 
marcha. De alguna forma, todo esto obligó a postergar la visualización de la nueva política en el sentido de 
que recién este año vamos a empezar con la ejecución de las obras y con las licitaciones hechas por esta 
Administración, porque antes los recursos ya estaban comprometidos. 


Por otra parte, como señalamos que no es posible alcanzar los recursos que necesitaría este Gobierno para 
solucionar inmediatamente las necesidades de vivienda de las familias, otro diagnóstico de esta 
Administración es que precisamos recursos adicionales, de terceros, y por eso gran parte del esfuerzo de la 
Administración se ha destinado a tratar de revivir el Banco Hipotecario y de que el resto del sistema 
financiero empiece a introducirse en el financiamiento de la vivienda de interés social. Eso es parte de los 
logros que esperamos presentarles el año próximo cuando este año se lancen los nuevos programas y el 
próximo año estemos rindiendo cuentas acerca de ellos. 


En cuanto a la pregunta concreta del señor Diputado Gandini sobre cuántos pesos invirtió el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, debo decir que en 2005 la ejecución presupuestal fue 
de $ 932:000.000; en 2006, de $ 1.365:000.000 y, en 2007, de $ 1.937:000.000. 


Si uno compara la ejecución presupuestal con 2004, casi que la estamos duplicando en términos corrientes. 
En términos constantes -vamos a no mentirnos: todos sabemos que las variaciones en términos corrientes no 
son las mejores-, estamos en el entorno de un 35% más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a continuar con el articulado desde el artículo 323 en adelante. 


SEÑORA VARELA.- Agrupamos los artículos 323 al 326 porque todos refieren a la creación y ámbito 
de actuación de la cartera de tierras que se propone crear en la Dirección Nacional de Viviendas, que 
es la Unidad Ejecutora 02. El proyecto se llama "Cartera de inmuebles para viviendas de interés 
social" y tiene como objetivo habilitar un instrumento imprescindible para la producción pública de 
viviendas de interés social, en la medida que las tierras urbanizadas son un bien finito y su producción 
implica un alto costo social que recarga fundamentalmente los costos del Estado. 


En el artículo 327 se trata de equiparar a todas aquellas personas que hubieran sido beneficiarias de subsidios 
otorgados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ya que a la fecha 
aquellos que hubieran sido adjudicatarios en el marco del convenio suscrito con el Banco Hipotecario en julio 
de 2004 no resultan alcanzados por las limitaciones previstas en el artículo 70 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, y demás disposiciones aplicables a esta temática. 


El objetivo del artículo 328 hace referencia al artículo 248 de la Ley N* 18.172, que consagra la 
inembargabilidad de los préstamos destinados a construcción, ampliación o refacción de inmuebles 
financiados con el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, no quedando comprendidos en el ámbito de 
aplicación de la misma los subsidios otorgados con el mismo fin. A través de esta norma se trata de unificar 
el régimen jurídico aplicable a los préstamos y a los subsidios otorgados por el Ministerio con financiación 
del Fondo Nacional de Vivienda y cuyo destino sea la construcción, ampliación o refacción de los inmuebles. 


El artículo 329 crea un proyecto al que se le asigna $ 100:000.000 para el desarrollo de programas de 
vivienda en el interior del país. Esto tiene financiación 1.5, que es el actual Fondo Nacional de Vivienda, o 
sea que no sale de Rentas Generales. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Estos son recursos que se adicionan? ¿Son recursos nuevos? ¿Por qué son 
exclusivamente para el interior del país? ¿En el marco de qué plan están? 


SEÑOR MACHADO.- Voy a hablar en la misma dirección que el señor Diputado preopinante. 
Además, tiene vinculación con el artículo 323. Allí se establece $ 1:000.000 que son, más o menos, US$ 
50.000. No sé qué se puede hacer con esa plata en términos de compra de terrenos, etcétera. 


El artículo 329 establece una suma de $ 100:000.000 que, en números redondos, son US$ 5:000.000. Creo 
que esta es una cifra insuficiente si hacemos un prorrateo por departamento. Si esto se suma a otros recursos 
ya existentes, nos parece bien, pero de lo contrario es una cifra bien exigua para cubrir el objetivo planteado. 


SEÑOR GANDINI.- Ya que se habló del artículo 329, quisiera que se me confirmara lo siguiente. 
Entiendo que no se trata de un incremento sino de una asignación de recursos ya aprobada en una Ley 
de Presupuesto de alguna Rendición de Cuentas anterior. Yo detecto algo así como $ 4:000.000 para 
viviendas y, como decía el señor Diputado Mañana, $ 40:000.000 para la reestructura. Reitero que 
estos montos ya están aprobados por Rendiciones de Cuentas anteriores. 


SEÑORA VARELA.- Exactamente. No se trata de una asignación nueva sino de la apertura del 
proyecto. Estos recursos no forman parte de un incremento. 


El monto asignado para la reestructura fue aprobado dentro del marco de la reforma del Estado. Como se dijo 
anteriormente -entiendo que la Oficina Nacional del Servicio Civil lo expuso ayer-, este no es un tema 
específico del Ministerio sino que se enmarca dentro del proyecto global de la reforma del Estado. Nuestro 
Ministerio, por ser uno de los más pequeños en cuanto a la cantidad de recursos humanos, lo ha tomado como 
buque insignia -para decirlo en términos del servicio civil- para poner en funcionamiento toda la reestructura 
del Estado con este modelo. Es por eso que, a diferencia de otros Ministerios, tiene una asignación específica 
por este monto y para esta materia. Esta es la justificación. 


Con el artículo 330 se trata de buscar una solución para los bienes que fueron prometidos en venta al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que por distintas razones las empresas 
constructoras no han escriturado a favor de nuestra Cartera. En realidad, con este artículo se pretende lograr 
la escrituración de 823 viviendas, con lo cual se podrían beneficiar 823 familias. 


SEÑOR GANDINL.- Quiero hacer una pregunta a los efectos de estar bien informados. 


El objeto de este artículo es regularizar situaciones legales que por alguna razón -la quiebra de una empresa, 
por ejemplo- no han podido regularizarse. Modestamente, después de una primera lectura, me parece que la 
redacción deja demasiado abierta esta posibilidad. El artículo dice: "(...) los bienes inmuebles prometidos en 
venta a dicho Inciso por empresas constructoras, en cumplimiento de sus planes de viviendas, que hubieran 
estado en posesión por esa Secretaría (...)", etcétera. Yo agregaría algo así como: "siempre que el adquirente 
hubiera cumplido con sus obligaciones", porque la redacción actual puede llegar a involucrar proyectos en 
litigio. Debe haber situaciones en las que hace diez años que hay personas viviendo en la finca y se están 
discutiendo obligaciones de ambos lados. Planteo esto para que la posibilidad no quede abierta más allá de lo 
que se quiere. Creo que lo que se pretende es que cuando el Ministerio -o quienes tengan la posesión- haya 
cumplido con sus obligaciones y no se pueda escriturar por problemas formales -porque la otra parte no 
existe o porque pasó algo-, se pueda hacer automáticamente. De todos modos, tengo miedo de que pueda 
haber alguna situación diferente. 


SEÑORA VARELA.- En realidad, lo que hace el artículo es transferir el bien al Ministerio y no a los 
beneficiarios. Luego, la transferencia desde nuestra Cartera hacia cada uno de los beneficiarios seguirá 
los procedimientos corrientes. El artículo busca que en aquellas situaciones en las que, en definitiva, los 
terrenos no pasaron a propiedad del Ministerio, no pasen a los beneficiarios. Como dijo el señor 
Diputado Gandini, puede haber una casuística enorme de litigios, de ocupación o que no se haya 
cumplido con las obligaciones. Lo que se hace es pasarlo a manos del Ministerio. 


SEÑOR GANDINI.- Entendí lo que dice la doctora Varela. Se pone el requisito de que estén en 
posesión del Ministerio desde hace diez años o de las personas que las ocupan. Pero mi preocupación es 
otra. 


Aquí se quiere resolver un problema y por eso pido que se mejore la redacción para que no se incluyan otros 
posibles casos. Voy a reiterar un ejemplo. Puede existir un bien que esté desde hace diez años en posesión del 
Ministerio y que no se haya escriturado, por estar en litigio, o la parte que construyó reclame algo al 
Ministerio y no otorgue la escritura porque tiene un reclamo vigente. Este artículo, redactado como está, 
comprende toda situación que, cumpliendo una sola condición -que esté en posesión del Ministerio o del 
adquirente-, pasa automáticamente a titularse a nombre del Ministerio. Esto puede, sin pretenderlo, generar 
una situación novedosa en el estado de derecho. 


Entiendo lo que quiere el Ministerio pero, reitero, yo pondría algo así como: "siempre que el Ministerio o el 
adquirente haya cumplido con sus obligaciones”, o que no esté en litigio. Lo dejo planteado porque me 
parece que así queda muy abierto para situaciones que a lo mejor existen. Sabemos que hay casos de litigio 
con el Ministerio, y a lo mejor la Cartera tiene razón, pero eso se va a definir cuando termine el litigio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que tenemos que actuar con amplitud en este tema. Las 
autoridades del Ministerio tomarán las observaciones o inquietudes del señor Diputado Gandini y 
analizarán el tema con los juristas. Si ven que es posible mejorar el artículo -inclusive en contacto con 
el señor Diputado Gandini-, así se procederá. 


SEÑORA VARELA.- El artículo 331 crea el Programa de Formulación, Ejecución, Supervisión y 
Evaluación de Planes de Desarrollo Urbano y Territorial, otorgándosele un crédito inicial de $ 
2:400.000. 


El artículo 332 -que es otro de los que habla de cargos, funciones y reestructuras- incluye una partida de $ 
18:000.000 para la Dirección Nacional de Medio Ambiente, con destino a financiar la creación de cargos 
presupuestados, pago de compensaciones por tareas de inspección y evaluación ambiental. Con este artículo 
se pretende continuar aumentando las capacidades de la Dirección Nacional de Medio Ambiente para el 
cumplimiento de sus cometidos que, como todos saben, se han visto incrementados notoriamente en los 
últimos tiempos. 


El artículo 333 autoriza al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a financiar 
convenios y contratos de arrendamiento de obra y de servicios en el marco de los planes de manejo de las 
áreas que integran el Sistema Nacional de Áreas Protegidas con cargo al Fondo de Áreas Protegidas, creado 
por el artículo 16 de la Ley N* 17.234, de 22 de febrero de 2000. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría tener más información acerca de la financiación de estos convenios y 
contratos de arrendamiento de obra y servicios, es decir, contrataciones personales. Desearía conocer 
de qué se trata, adónde se imputan esos gastos, si hay recursos disponibles y para qué programas. 


SEÑORA TORRES.- La ley que crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas crea también el Fondo 
de Áreas Protegidas, pero no se especificaron las acciones en las que se podían hacer gastos a cuenta de 
ese Fondo. A partir del año 2005, luego de reglamentado el Decreto que creaba el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas, comienza el proceso de incorporación de áreas protegidas a ese sistema nacional, 
pero hemos tenido obstáculos para aplicar determinadas contrataciones o, por ejemplo, para la 
creación del cuerpo de guardaparques, a cargo de ese Fondo Nacional de Áreas Protegidas. A través de 
este artículo se habilita esa posibilidad, que se va a realizar en el marco de los planes de trabajo que 
lleva adelante la Dirección en la implementación de ese Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Los 
fondos están asignados al proyecto que se denomina Biodiversidad y Áreas Protegidas. En definitiva, es 
una habilitación para hacer determinado tipo de gastos con cargo a ese Fondo de Áreas Protegidas. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Qué cantidad de contratos piensan hacer? 


SEÑORA TORRES.- La implementación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas tiene un plan de 
incorporación de áreas. Durante esta Administración se incorporarán siete nuevas áreas al Sistema 
Nacional. Hay proyectos de cooperación internacional que de alguna manera están apoyando ese 
proceso. Lo que se busca es que, una vez que se retiren esos fondos de cooperación, el funcionamiento 
del sistema pueda ser sustentable. Por ejemplo, sería bueno contar con guardaparques en todas las 
áreas protegidas. Las contrataciones que se van a realizar surgirán del plan de manejo que se va a 


implementar en cada una de esas áreas. Es decir que la dotación de recursos humanos que necesita 
cada una de esas áreas es variable según sean públicas o privadas, impliquen acuerdos con 
particulares, etcétera. De manera que eso va a depender de cada área en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación se considerarán los artículos que van del 334 en adelante. 


SEÑORA VARELA.- Los artículos 334 y 335 refieren a la Dirección Nacional de Agua y Saneamiento 
del Ministerio. En la pasada Rendición de Cuentas se anuló la obligación de publicar en el Diario 
Oficial las autorizaciones de obras hidráulicas, tomas, pozos, embalses, tanques, etcétera. Esto ha 
llevado a que no exista forma de que un usuario sea informado de las autorizaciones que puedan 
afectarle. Esta situación se trata de revertir con la norma propuesta, y mediante el artículo 336 se 
asigna una partida para el proyecto de Gestión Planificada de Aguas. 


El artículo 336 declara de utilidad pública la escrituración de un número determinado de padrones donde se 
construyeron viviendas en el marco del Plan de Rehabilitación Urbana de la Intendencia Municipal de 
Montevideo. 


Los artículos 337, 338 y 339 establecen una exoneración de tributos registrales a las promesas de enajenación 
de inmuebles que se realizan a través del Banco Hipotecario del Uruguay y de las que se van a realizar a 
través de la Agencia Nacional de Vivienda. 


El artículo 340 refiere a las condiciones de transferencia a un fideicomiso financiero cuyo fiduciario sea el 
Banco Hipotecario del Uruguay. A efectos de hacer operativa la reestructura del Banco Hipotecario del 
Uruguay y el pasaje de la gestión y recuperación de los créditos a fideicomisos, cuyo fiduciario sea el BHU o 
la Agencia Nacional de Vivienda, se proyecta simplificar la transferencia de los créditos así como de los 
inmuebles y los contratos que refieren a ellos, modificando el régimen común previsto para los créditos 
fideicomitidos, lo que implica una suma de actos: el título, el contrato de compra-venta, el modo, la tradición 
o la entrega. Se sustituyen ambos por la trasmisión de pleno derecho por disposición legal, tanto de los 
créditos como de las garantías, los bienes y contratos, en este último caso en que el derecho común requiere 
además el consentimiento del cedido. 


En el sistema vigente se debería notificar a cada deudor, con un enorme costo en recursos humanos, 
materiales y tiempo. Lo que se hace es exceptuar a estos créditos del régimen común de cesión de créditos 
del Código Civil. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nos preocupa que el artículo diga: "No se requerirá el 
consentimiento, ni la notificación del deudor, garante (...)". Esto es avasallar demasiado los derechos 
del deudor, quien no se va a enterar si su casa ha cambiado de dueño, o cosas por el estilo. Me parece 
que la inclusión de este inciso va en contra de las garantías que hasta el día de hoy tienen las personas. 
En el afán de simplificar y hacer las cosas más ágiles, tal vez estamos disminuyendo las garantías que 
tiene un deudor de enterarse qué está pasando con el inmueble que ocupa. Si la intención es hacer más 
ágil el trámite, se podría buscar algún otro mecanismo, que podría ser, por ejemplo, una notificación 
por la prensa, pero me parece que no enterar al deudor es avasallar demasiado. Quizás me lo puedan 
explicar un poco mejor. 


SEÑOR MENDIVE.- Aprovecho la pregunta del señor Diputado González Álvarez para decir que hay 
un conjunto de artículos que facilitan el traspaso y la gestión de la cartera problemática del Banco 
Hipotecario a la Agencia Nacional de Vivienda. 


En este marco, los artículos 337, 170 -dentro del Inciso Ministerio de Economía y Finanzas- y 340 a 346 
pretenden facilitar el traspaso y la gestión de la cartera problemática del Banco Hipotecario del Uruguay a la 
Agencia Nacional de Vivienda. El artículo 340 en particular refiere a facilitar el traspaso. 


Para mayor profundidad conceptual de este artículo -entendemos la preocupación manifestada por el señor 
Diputado González Alvarez-, voy a solicitar el uso de la palabra para el doctor Rafael Biurrun, quien ha 
colaborado en su redacción. 


SEÑOR BIURRUN.- Esta disposición no nació del seno de los asesores de la Agencia sino de las 
reuniones mantenidas con el civilista Santiago Carnelli. Es decir que tiene el respaldo de uno de los 
catedráticos de Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. 


Si bien tuvimos en cuenta la preocupación que tiene ahora el señor Diputado González Álvarez, el único 
sentido que tiene en la cesión de crédito la notificación al deudor es que no pague mal. En el penúltimo inciso 
programado se valida el pago hecho al fideicomitente como al fiduciario, quitando relevancia a cualquier 
problema que lleve a pagar mal. Esa es la solución que se encontró. Inclusive, por tratarse de una Rendición 
de Cuentas y de un problema que muy bien planteó el Presidente de la Agencia, no se quiso generalizar - 
como era voluntad del doctor Carnelli- a cualquier tipo de fideicomiso financiero y fondo de inversión. De 
haberlo hecho, las operativas de securitizaciones y fondos de inversión hubieran quedado trancadas por esas 
notificaciones a los deudores. En este caso, paga bien si lo hace en el Banco Hipotecario del Uruguay, 
fideicomitente, o en la Agencia. El último inciso plantea el tema del retracto litigioso. 


SEÑOR MENDIVE.- Quiero manifestar la importancia de este artículo en cuanto facilita el traspaso 
de estas carteras. Estamos hablando de alrededor de unas cuarenta y cinco mil deudas que pasan desde 
el Banco Hipotecario a la Agencia Nacional de Vivienda. La notificación a cada uno de los deudores 
para hacer efectiva la gestión por parte de la Agencia Nacional de Vivienda inhabilitaría esta 
operación, la postergaría en el tiempo, retrasando enormemente la reestructura del Banco Hipotecario 
del Uruguay. 


Esta propuesta de artículo está pensada para facilitar. De acuerdo con lo que ha sostenido el doctor Biurrun, 
hemos sido muy cuidadosos y hemos contado con el asesoramiento del doctor Santiago Carnelli para cuidar 
los derechos de los deudores en la redacción específica de este artículo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sigo sin compartir esto que se va a hacer. Estos cuarenta y cinco 
mil deudores van a pasar al fideicomiso y no se les va a avisar nada. De repente, se me puede decir: 
"Fíjese lo que implica mandar cuarenta y cinco mil cartas, cuarenta y cinco mil notificaciones”. Eso 
puede ser trabajoso; no digo que no. Sin embargo, en estos días he visto avisos sobre quinientos 
apartamentos que el Banco Hipotecario ha puesto ahora a la venta. Estos avisos, enormes, están en dos 
páginas; sobran los espacios y se explica mal y tendenciosamente lo que está vendiendo, porque 
después la realidad no es tan así. De todas formas, va a haber dos mil o tres mil personas anotadas. 
Creo que al Banco Hipotecario le hubiera sido conveniente hacer una publicación de dos o tres páginas 
indicando a los deudores lo que se piensa hacer. 


De todas maneras, a mí lo que no me queda claro es el mecanismo. El Banco Hipotecario va a pasar cuarenta 
y cinco mil deudores de vivienda al fideicomiso, sin avisar a las personas. El fideicomiso les va a cobrar si 
puede y, si no puede, va a rematar las viviendas y va a dar el lanzamiento. ¿Todo eso se va a hacer sin que la 
persona se entere? Esa es la parte que no me queda clara. Si el individuo no le paga hoy al Banco 
Hipotecario, probablemente tampoco le pague al fideicomiso. No se me puede decir que el Banco 
Hipotecario hoy no cobra porque es mal cobrador. Si hoy no cobra a muchos de estos deudores -no sé si es 
cierto que la morosidad es del 60%, 70% u 80%, porque las cifras son distintas-, lo más probable es que el 
fideicomiso tampoco pueda hacerlo. No creo que la persona no pague al Banco Hipotecario porque le tiene 
bronca. Yo creo que si no paga es porque no puede, aunque quizás haya alguna otra consideración 


Entonces, no veo la importancia que va a tener esto para esos deudores que por algo están viviendo en un 
lugar que no han podido pagar. No veo que esta sea una solución para los deudores; al contrario, los 
complicamos más y, tal vez, comenzaremos a cometer injusticias que después habrá que arreglar, ya que 
luego vendrán cientos o miles de deudores a pedir soluciones antes de que las viviendas sean rematadas. Esto 
lo hemos visto en años anteriores con deudores del Banco de la República y del Banco Hipotecario; sabemos 
todos los problemas que ha habido. 


Quisiera que me explicaran un poco mejor cuál va a ser el mecanismo que se va a aplicar, por qué se pasa la 
deuda y si se tiene en cuenta que el individuo en ningún momento va a tener alguna otra solución. ¿Acaso el 
fideicomiso va a darle soluciones más ventajosas que las que da hoy el Banco Hipotecario? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En primer lugar, quiero preguntar algo que quizás exceda este artículo, 
pero que es importante para los que van a estar allí como deudores. ¿Ya está en funcionamiento la 
Agencia Nacional de Vivienda? ¿Cómo va la reestructura del Banco Hipotecario? Hace un par de años 
se nos había dicho que la Agencia Nacional de Vivienda se ponía en marcha. Después vimos las 
dificultades que hubo y parecería que ahora se ha puesto en marcha. Por eso, lo primero que quiero 
preguntar es cómo va la reestructura. 


En segundo término, ¿se requiere el consentimiento del deudor para realizar esta transferencia? Se ha 
contestado que no, ya lo sé. Quisiera repreguntar esto, porque me parece importante que se cuente con el 
consentimiento del deudor -aun cuando estos son créditos cedidos-, porque se cambia de acreedor. Inclusive, 
se ceden los créditos garantizados con derechos reales, según leo en el literal b). ¿Tampoco en estos casos se 
va a requerir el consentimiento del deudor? 


En tercer lugar, a los cedidos, ¿se les reestructurará el perfil de la deuda? ¿Para qué se hace esto? Se supone 
que se hace para que los deudores puedan empezar a pagar sus deudas que no han podido abonar hasta ahora 
o desde hace unos años hasta ahora, entre otros asuntos, amén de la reestructura del Banco Hipotecario. Pero, 
digo, ¿se reestructurará el perfil de la deuda a estos deudores que, según creo, en gran parte no pueden pagar? 
Digo esto porque como ha dicho el Presidente de la ANV, se trata de una cartera problemática -y digo 
"problemática" aun cuando el maestro Cardoso siempre dice con razón que esta palabra no existe-, con 
problemas. 


La pregunta que nos surge a todos es: ¿qué perfil se dará a esa deuda? ¿Se le dará un nuevo perfil? ¿El que 
paga, por ejemplo, $ 5.000 va a empezar a pagar $ 3.000 con más plazo, con una tasa menor? 


SEÑOR MENDIVE.- Acá hay dos temas. Por un lado está el que refiere a la redacción de los artículos 
propuestos, particularmente del artículo 340, que estamos discutiendo. Quisiera hacer algunas 
aclaraciones puntuales. Con relación a la notificación, precisamente se establece este artículo, ya que 
no puede notificarse a los deudores que pasan a la Agencia Nacional de Vivienda a través de un medio 
de prensa. Según lo que nos asesoran los abogados, la notificación es de carácter personal. Por lo tanto, 
se requiere este tipo de artículo. 


En cuanto a las garantías que se brindan al deudor del Banco Hipotecario, aun cuando no sea personalmente 
notificado, en el último inciso del artículo propuesto se especifica que el pago efectuado tanto al 
fideicomitente -en este caso el Banco Hipotecario- como al fiduciario -la Agencia Nacional de Vivienda- será 
válido; la persona puede pagar indistintamente en ambas instituciones. 


Para seguir profundizando sobre este aspecto, le voy a ceder la palabra a la escribana Atella, quien ha 
participado activamente en la redacción de estos artículos, pero antes quiero manifestar algo respecto a cómo 
se va a hacer la gestión de la cartera. Ayer de mañana presentamos los lineamientos generales en la Comisión 
de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de Representantes y podemos abordar nuevamente la 
temática si la Comisión lo entiende necesario, pero deseamos aclarar que este traspaso de cartera del Banco 
Hipotecario a la Agencia Nacional de Vivienda, que está previsto en la ley de Rendición de Cuentas del año 
2006, en el artículo 124, se justifica, en primera instancia, para facilitar la reestructura del Banco Hipotecario. 
Es una transferencia de los activos problemáticos, que son comprados por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, adquiriendo pasivos, por una suma extra adicional a los US$ 250:000.000, tal cual lo prevé el 
mencionado artículo. Este es el primer motivo para que la Agencia Nacional de Vivienda se haga cargo de 
esta cartera; también está pasando a la Agencia un conjunto de funcionarios del Banco Hipotecario. 
Precisamente, estamos en el inicio del proceso de selección. 


Obviamente, cómo vamos a hacernos cargo de esa gestión es una discusión que llevaría más tiempo del que 
estimo disponemos acá. Si lo entienden necesario, la abordamos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si los invitados ya estuvieron en la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente y explicaron este tema, vamos a pedir a la Mesa que nos haga llegar la 
versión taquigráfica de esa sesión. De esta manera no habría necesidad de que vuelvan a repetir lo que 
dijeron ayer en una Comisión de la que nosotros -por lo menos, los integrantes del Partido Nacional 
que estamos presentes en este momento- no participamos. 


Si contamos con la versión taquigráfica, que es un insumo de trabajo, se puede obviar una explicación, que 
sería muy extensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se actuará. 


SEÑORA ATELLA.- Para conocer el marco en que se dará esta cesión de créditos, quiero señalar que 
la Ley_N” 18.125 -por la que se reestructura el Banco Hipotecario y se crea la Agencia Nacional de 
Vivienda-, faculta a la Agencia Nacional de Vivienda para que pueda ser fiduciaria de fideicomisos 
financieros. 


¿Cómo está planteada esta reestructura? Se pasan créditos del Banco Hipotecario, que tienen problemas, que 
tienen determinada morosidad o que pertenecen a líneas de crédito que de por sí son problemáticas, a 
distintos fideicomisos financieros, que serán administrados por la Agencia Nacional de Vivienda. 


Si aplicamos la legislación vigente sustancial, esa cesión de créditos -pueden ser créditos de hipoteca, 
créditos por saldo de precio de promesas- debe ser notificada al cedido. Quiero aclarar que el cedido no tiene 
que consentir esa operación, porque simplemente es una cesión de crédito. Cualquier acreedor puede ceder su 
crédito; basta con notificar al cedido. Este no puede oponerse a la cesión; lo único que puede hacer, si se 
opone, es conservar excepciones personales que pudiera tener con el acreedor original. 


Como decía el doctor Biurrun, la "ratio legis" de la notificación al cedido es que por una cesión que él no 
conoce podría estar pagando a su acreedor -al que conoce, al originario-, pero estar pagando mal, porque en 
realidad hoy, por la cesión de crédito, su acreedor es otro. Esa es la única consecuencia que tiene la 
notificación. Por eso, en el proyecto que estamos presentando a la Comisión, se trató de que estuvieran 
protegidos los derechos del deudor en cuanto a que si le paga al Banco Hipotecario, le va a pagar bien, y si le 
paga a la Agencia Nacional de Vivienda, también le pagará bien. Por un convenio entre el Banco Hipotecario 
y la Agencia Nacional de Vivienda, luego se verá quién recibe el cobro y cómo se traspasan los fondos. Es 
decir, esto no tiene nada que ver con la gestión posterior; no pasa, por esa cesión, al deudor cedido. 


SEÑORA VARELA.- Con respecto al artículo 341, queremos señalar que el artículo 34 de la Ley_N?* 
18.125 prevé genéricamente que los privilegios del Banco Hipotecario se transmitan a la Agencia 
Nacional de Vivienda, pero además se entiende necesario concretar en una disposición la extensión a la 
Agencia de los créditos fideicomitidos a consecuencia de la reestructura del Banco y el tratamiento que 
tienen las adjudicaciones de inmuebles que hayan sido hechas por el Banco Hipotecario del Uruguay 
en cuanto a la exoneración del Certificado Especial del Banco de Previsión Social, asimilándola a la 
exoneración en hipótesis de ejecución forzada. 


En dicho artículo se prevé la extensión de esa exoneración que consiste en que al momento de escriturar se 
podrá prescindir del Certificado Especial del Banco de Previsión Social para los casos de primera 
enajenación del bien adjudicado en remate frustrado, tanto en caso del Banco Hipotecario, como del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o Agencia Nacional de Vivienda. 
Asimismo, se extiende este beneficio, como ya dijimos, al Ministerio y a la Agencia Nacional de Vivienda 
para el cumplimiento de sus fines en cualquier enajenación o adjudicación. 


SEÑOR MENDIVE.- Voy a enumerar las diferentes facultades que estamos solicitando a través del 
articulado de este proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal para 
facilitar el traspaso y gestión de la cartera con problemas del Banco Hipotecario. 


Voy a hacer un repaso sintético de cada uno de los artículos, hasta llegar al artículo 346. 


El artículo 170 limita el pago de tasas catastrales para cada edificio en lugar de hacerlo para cada unidad. Con 
esto se abarata bastante la solicitud de tasas catastrales. 


En el artículo 337, ya mencionado por la doctora Varela, se exoneran los tributos registrales a las 
inscripciones de promesas de venta o escrituras de enajenación de inmuebles, así como las solicitudes de 
información registral. 


En el artículo 341, que ya argumentó la doctora Varela, se solicita la exoneración del control de los 
certificados expedidos por el Banco de Previsión Social y no de las aportaciones. Esta potestad se extiende al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a la Agencia Nacional de Vivienda. En 
realidad, esto ya existía para el Banco Hipotecario del Uruguay. 


El artículo 346 establece una exoneración del Certificado Único Departamental -estimamos que por 
imposibilidad fáctica-, cuya emisión se requiere para el Reglamento de Propiedad Horizontal. 


Sabemos que se está analizando una propuesta legislativa por la cual este requerimiento del Certificado 
Unico Departamental se podría exonerar para los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, así como 
para los fideicomisos que manejen estos dos tipos de organismos. 


En el artículo 345 se determina la prescindencia del control de la contribución inmobiliaria. En realidad, se 
trata de una extensión de la facultad otorgada al Banco Hipotecario del Uruguay. 


Hago un paréntesis para señalar que en muchos de estos artículos, en particular en este último, se especifica 
cuáles son los privilegios que la Agencia Nacional de Vivienda tiene para gestionar la cartera del Banco 
Hipotecario. 


En el artículo 34 de la Ley N” 18.125, por el que se crea la Agencia Nacional de Vivienda, se prevé la 
transmisión de los privilegios que tiene hoy el Banco Hipotecario del Uruguay para gestionar la cartera a la 
Agencia Nacional de Vivienda. Como forma de evitar futuros debates desde el punto de vista jurídico o 
dogmático, estimamos que era más sano especificar, en aquellos puntos o lugares donde se pudiera generar 
este tipo de debate, cuáles son esos privilegios que pasan a la Agencia Nacional de Vivienda para gestionar la 
cartera. 


Continúo con la enumeración rápida de los artículos propuestos. 


En el artículo 343 se extiende el régimen de incorporación a propiedad horizontal que tiene el Banco 
Hipotecario del Uruguay, previsto en el Decreto Ley N* 14.261, de 1974. 


En el artículo 344 se extiende a favor de la Agencia Nacional de Vivienda lo previsto para el Banco 
Hipotecario del Uruguay en lo referente a la no caducidad de las hipotecas. 


En el artículo 342 se transmiten las retenciones ordenadas por el Banco Hipotecario del Uruguay por créditos 
que sean fideicomitidos, gestionados por la ANV, sin necesidad de consentimiento del deudor. 


Reitero que este conjunto de artículos facilita la gestión. En particular hay un punto que nos interesa destacar, 
y es lo referente a la gestión de la cartera de promesas de compraventa, que en su mayoría pertenecen a la 
cartera social con mayores problemas para gestionar. Vale la pena aclarar que no se trata solo de una gestión 
de la deuda, sino que también debe existir una gestión tendiente a regularizar estas situaciones. Hay una 
problemática jurídica notarial muy vasta, que no solo refiere a las carteras de promesas en particular, sino 
también a la cantidad de convenios que va a gestionar la Agencia en el futuro y que el Banco mantuvo con 
Intendencias y otros organismos públicos. 


En resumen, este es un conjunto de privilegios que pasan a la Agencia Nacional de Vivienda a efectos de 
gestionar la cartera, que ya estaban aprobados en términos generales en el artículo 34 de la Ley N* 18.125, 
pero que nos pareció sano para el futuro especificar cuáles son. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- No sé si por inadvertencia, pero no se contestó una pregunta que 
realizamos en cuanto a si el perfil de las deudas que tienen problemas y que pasarán a ser gestionadas 
por la Agencia va a ser reestructurado o no. 


SEÑOR MENDIVE.- Creí entender que se iba a recoger la versión taquigráfica de la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la sesión de ayer para responder esta pregunta. 


De todas formas, no tengo inconveniente en contestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con mucho gusto vamos a leer la versión taquigráfica, pero esta 
respuesta implica decir sí o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de que dispusimos que la versión taquigráfica de la sesión de ayer 
de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente fuera distribuida a los integrantes de la 
Comisión, pedimos al Ministerio si puede contestar la pregunta al señor Diputado. 


SEÑOR MENDIVE.- La gestión de esta cartera va a tener que contar con varios instrumentos y 
mecanismos para facilitar su resolución. 


La idea general es la de atacar los problemas estructurales de esta cartera, tanto desde el punto de vista de la 
deuda como de aquellos aspectos que refieren a la propia problemática de algunos complejos habitacionales, 
tal como lo sostenía el señor Subsecretario. En esta cartera tenemos una gran heterogeneidad de situaciones, 
que pasan desde promesas de la cartera social -en este mismo subconjunto hay situaciones muy 
diferenciales-, promesas de la cartera comercial del Banco Hipotecario y un conjunto de créditos hipotecarios 
con distinto nivel de morosidad. A su vez, la Agencia también se va a hacer cargo del Fideicomiso 1, cartera 
social que ya fue separada en el 2004 por el Banco Hipotecario del Uruguay, cuyo beneficiario es el 
Ministerio de Economía y Finanzas y que comprende cooperativas. 


Entonces, los criterios de gestión se van a tener que aplicar a la diversidad de situaciones que vamos a estar 
manejando. 


Por último, un titular: lo que pretendemos con esta gestión es facilitar la permanencia de los deudores en la 
vivienda, pero con la restricción de cuidar el patrimonio del cual nos hacemos responsables en carácter de 
fiduciarios, cuyo dueño, en este caso, es el Ministerio de Economía y Finanzas. A su vez, de obtener el aval 
Ministerio de Economía y Finanzas en carácter de beneficiario de estos fideicomisos, por ley, por los 
cometidos que se le fijan, la Agencia Nacional de Vivienda se puede hacer cargo de la gestión de créditos, 
siempre que funcione dentro de las directrices del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Entonces, hoy estamos trabajando en una política de recupero que estamos presentando a los 
Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas para que la 
aprueben, a fin de poder gestionar estos créditos, en un caso, en carácter de fiduciario, y en el otro, conforme 
a lo que establece la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el articulado. 
SEÑORA VARELA.- Vamos a considerar los artículos 347 y 348. 


Estas disposiciones tienen el propósito de poner al Banco Hipotecario del Uruguay en similares condiciones 
que el resto de la banca, derogando dos particularidades de su régimen crediticio actual. 


El artículo 347 dispone la derogación del tope que prohibía recibir préstamos cuyo servicio por capital e 
intereses comprometiese más de determinado porcentaje de los ingresos del grupo familiar del prestatario. 
Por consiguiente, a partir de la aprobación de esta norma el Banco Hipotecario estaría en condiciones legales 
de conceder préstamos cuyo servicio superara este tope, si lo entendiese conveniente, con la misma 
flexibilidad que puede hacerlo hoy la banca privada. 


Por su parte, el artículo 348 dispone que los reembolsos anticipados del capital de préstamos otorgados por el 
Banco Hipotecario del Uruguay solo podrán efectuarse con el consentimiento del acreedor, conforme al 
régimen general establecido en el artículo 1477 del Código Civil. Esto implica poner al Banco Hipotecario 
del Uruguay en igualdad de condiciones con los demás actores del sistema financiero, que pueden negociar 
las condiciones de la cancelación anticipada. 


SEÑOR GANDINL.- Me quiero referir al artículo 347. 


Más allá del fondo del asunto, la propuesta de derogar solamente el inciso primero del artículo hace que 
quede vigente una norma cuyo texto, tal como queda redactado, no podría entenderse. El inciso primero del 
artículo 1* de la Ley_N* 17.062 establece que "Ninguna persona podrá recibir del Banco Hipotecario del 
Uruguay (BHU) préstamos para viviendas cuyo servicio de amortizaciones e interés superen el 26% 
(veintiséis por ciento) de los ingresos nominales del total del núcleo familiar". Luego, en el inciso segundo, 
se establece un régimen excepcional, porque dice: "Si posteriormente, por efecto del reajuste o por la 
evolución de los ingresos del núcleo familiar, el servicio llegare a representar más del 30% (treinta por 
ciento) de dichos ingresos nominales, el deudor tendrá derecho" -esta ley le da un derecho- "a acogerse a las 
soluciones que la reglamentación pueda establecer". 


Parecería que si se deroga el inciso primero, se deroga el segundo, porque el segundo refiere a un régimen 
excepcional que regula al primero. 


Si alguien contrata hoy con el Banco, lo hace porque tiene un ingreso que afecta menos del 26% del ingreso 
del núcleo familiar. Y si después tiene un problema -pierde un empleo, se ajusta por encima de su salario, 
etcétera- se puede acoger a este régimen excepcional. Entonces, si continúa vigente el régimen excepcional 
solo, tal como queda la norma parece inconsistente. 


En primer lugar, quería hacer esta observación de forma. 


SEÑOR ASTI.- En el mismo sentido de lo expresado, creo que se puede arreglar la redacción para que 
se mantenga lo que dice el segundo inciso, sin eliminar directamente el primero. 


SEÑORA VARELA.- Tomamos nota de la apreciación del señor Diputado Gandini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego que, una vez corregida la redacción nos envíen el sustitutivo del 
artículo 347. 


SEÑOR GANDINI.- Con respecto al artículo 348, no entendí bien lo relativo al consentimiento del 
acreedor para que alguien que quiere cancelar anticipadamente pueda hacerlo. Me gustaría entender 
un poco más las razones de este artículo. 


SEÑORA VARELA.- En realidad, lo que se pretende es que los reembolsos anticipados de capital por 
préstamo solo puedan ser aceptados con consentimiento del acreedor, conforme al régimen general del 
artículo 1477 del Código Civil. Esta es la misma situación que tiene el resto de los acreedores del 
sistema financiero actual, el resto de la banca o de cualquier sistema financiero. El economista 
Mendive lo va a explicar más concretamente. 


SEÑOR MENDIVE.- En términos generales, voy a explicar cómo encaja esto dentro de la política de 
reestructura del sistema financiero de la vivienda. La definición del nuevo Banco Hipotecario, a partir 
de la reforma de la Carta Orgánica propuesta en la Ley N” 18.125, apunta a que esta institución actúe 
como un banco, en igualdad de condiciones con el resto del sistema financiero. Es en ese contexto que 
se puede justificar en el futuro la validez o no de esta entidad, y no con privilegios que hasta ahora 
venía teniendo y que fueron deformando el funcionamiento general del sistema de financiamiento de la 
vivienda. 


Entonces, es en este marco que, por ejemplo, ya se igualó al Banco Hipotecario respecto de los futuros 
créditos hipotecarios para vivienda que brinde, en tanto se van a regir por el mismo régimen de ejecución. 
Igualmente, en la ley de reforma tributaria se exoneró del IVA a los intereses de los préstamos hipotecarios 
para vivienda en unidades indexadas, unidades reajustables o moneda nacional que fuesen otorgados por 
todos los bancos que brinden créditos hipotecarios para vivienda, independientemente de si son públicos o 
privados. 


Estos dos artículos también trabajan con la idea de igualar al Banco respecto del resto del sistema financiero. 


El artículo 347 facilita al Banco la posibilidad de evaluar, con criterios comerciales, si es conveniente o no - 
desde el punto de vista del riesgo crediticio de cada uno de los postulantes- otorgar créditos por encima del 


26% del ingreso nominal del hogar. Y el otro artículo también iguala al Banco Hipotecario respecto del resto 
de la banca privada y pública, porque en este sentido existe una desventaja: en tanto la banca tiene el derecho 
de otorgar la precancelación o la cancelación anticipada, el Banco Hipotecario no lo tiene. 


Entonces, estos dos artículos apuntan en la dirección de igualar en el marco general de política de reforma del 
sistema financiero y, en particular, equiparar al Banco Hipotecario con el resto del sistema financiero. 


SEÑOR GANDINI.- A ver si entendí. Quiere decir que a partir de que este artículo sea aprobado, 
quien quiera ir a cancelar el capital que debe, total o parcialmente, podrá hacerlo si el Banco se lo 
acepta y, quizás, deba introducirse en el camino de la negociación; debe diez y quiere cancelar con diez, 
pero el banco le dice que no le acepta esa cantidad y le pide que cancele con más, entrando en el 
camino de la negociación. De ahora en más, la gente que está en el sistema tendrá que negociar con el 
acreedor, con el Banco, para salir de su condición de deudor. O sea, queriendo pagar, quizás no pueda 
hacerlo. Esta es la interpretación que yo hago. 


SEÑOR ASTI.- Sobre esta última intervención, debo decir que hay que referirse a lo que establece el 
Código Civil. No es cualquier pago el que deba realizarse con el consentimiento del acreedor, sino 
cuando se intenta imputar el pago del capital y de los intereses. 


En base a lo que fue la presentación del tema anterior en cuanto a cómo los privilegios del Banco Hipotecario 
pasaban a la Agencia Nacional de Vivienda, quiero aclarar que los privilegios que establecen los artículos 347 
y 348 son exclusivamente para el Banco Hipotecario, actuando en esa nueva faz financiera en igualdad de 
condiciones que el resto de la banca, y no son transferidos a la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR MENDIVE.- Respecto del régimen de cancelación anticipada, debo decir que desde la Agencia 
Nacional de Vivienda estamos promoviendo una ley por la que se van a crear las notas de crédito 
hipotecarias y se va a reformar la ejecución de créditos hipotecarios que propusimos en la Ley_N” 
18.125. Asimismo, a través de esta iniciativa pensamos proponer el cambio de régimen general de 
cancelación anticipada, en tanto entendemos que el consumidor -en este caso, quien toma un crédito 
hipotecario- debe tener algunas alternativas para cancelar anticipadamente sus créditos hipotecarios, 
porque de otra forma está atado a un contrato de largo plazo, de veinte o veinticinco años. En ese 
sentido, queremos establecer una modificación: sin permitir la cancelación anticipada sin ningún costo, 
como sucede en otros países -en particular, en Estados Unidos-, sí vamos a otorgar algún beneficio al 
consumidor para que, bajo ciertas condiciones, tenga el derecho a cancelar anticipadamente su crédito. 


Por lo tanto, esta equiparación del Banco Hipotecario con el resto del sistema financiero contemplada por 
este artículo va a ser transitoria, hasta tanto se pueda aprobar la iniciativa que estamos promoviendo desde la 
Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedan tres artículos para exponer. Tiene la palabra la doctora Varela. 
SEÑORA VARELA.- En realidad van a ser cuatro, porque, con su permiso, propondremos uno más. 


El artículo 349 se refiere a MEVIR. En esta norma se proyecta ampliar el marco de actuación de MEVIR a la 
parte rural de Montevideo. Se propone la creación de una Mesa Coordinadora, integrada por tres miembros, 
incluido el Presidente, y se cambia el período de función de los integrantes de cuatro a cinco años. Esas son 
las propuestas. 


SEÑOR GANDINI.- Comparto lo manifestado por el señor Subsecretario en cuanto a que MEVIR es 
un modelo a tener muy en cuenta, porque su función y su gestión a lo largo de la historia han sido muy 
útiles. Comparto también lo de la extensión del sistema bajo la modalidad de unidades productivas al 
Montevideo rural. Me parece una excelente iniciativa, que estaba reclamada y que va a ser de mucha 
utilidad. Sin embargo, me quedan algunas dudas con respecto a la Mesa Coordinadora. 


La Comisión Honoraria tiene cinco miembros -no parece un organismo pesado- y se crea una Mesa 
Coordinadora de tres integrantes. O sea que, según entiendo, tres de los cinco integrantes, el Presidente y dos 


más, pasan a formar parte de la Mesa Coordinadora. 


A lo mejor estoy equivocado en la interpretación. Quiero sacar conclusiones posteriores. 


SEÑORA VARELA.- La integración actual es de once miembros, pero lo podrá aclarar mejor el 
arquitecto Beltrame. 


SEÑOR BELTRAME.- Efectivamente, la Comisión Nacional está integrada por once miembros que 
son honorarios y se reúne cada quince días con gente dispersa en todo el territorio. La necesidad de 
esta Mesa Coordinadora obedece al desarrollo que ha tenido MEVIR, que exige determinado tipo de 
decisiones. Lo que se pretende, efectivamente, es agilizar el funcionamiento del organismo para que, 
por ejemplo, ante un llamado a concurso no pasen quince o eventualmente treinta días; lo mismo se 
aplica para decidir la compra de un predio. Reitero: la creación de la Mesa se plantea para dotar de 
agilidad al organismo, acorde con el patrimonio que está administrando al día de hoy. 


SEÑOR ASTI.- Queda claro que la Mesa Coordinadora la integrará el Presidente. Quisiera saber 
cómo se eligen los otros dos miembros. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría que además se aclare cómo resuelve esa Mesa, si lo hace por 
unanimidad o por mayoría. 


Entendí la intención de crear la Mesa y está bien pretender dotar de agilidad al organismo para que no quede 
atrapado en procedimientos burocráticos que se hacen muy largos. Sin embargo, si resolviera por mayoría -o 
sea dos de los once de la actual integración- se podrían dar soluciones muy importantes. Pero esta Mesa tiene 
el cometido de administrar los recursos del Instituto, de ordenar el seguimiento y la evolución de sus 
actividades, dando cuenta a la Comisión. Es decir que ni siquiera eso es refrendado por la Comisión, ya que 
solo "da cuenta". Significa que hay tres miembros que con el voto de dos administran los recursos para los 
cuales la ley dio potestad de que lo hicieran once miembros. Por último, el literal G) otorga la potestad de 
adquirir bienes inmuebles para el cumplimiento de estos planes. Es decir que establece la potestad de afectar 
el patrimonio de la Institución con el voto de dos miembros 


Entonces, la necesidad de crear esta Comisión puede ser compartida; sin embargo, sus funciones deben ser 
acotadas a otorgar celeridad al organismo, no a sustituir la voluntad de un cuerpo colectivo que es 
representativo y que puede adoptar algunas las decisiones trascendentes. Afectar el patrimonio es 
trascendente, administrar los recursos también lo es, y en ninguno de los casos interviene el resto de la 
corporación, ni siquiera a los efectos de refrendar la decisión. Por lo tanto, la necesidad de agilizar no puede 
ir contra la representación amplia en aquellas decisiones que son trascendentes. La Comisión no puede 
sustituir al órgano. La Mesa siempre tiene la capacidad ejecutiva, pero las decisiones trascendentes siempre 
deben quedar a consideración del órgano. 


SEÑOR BELTRAME.- Con respecto a cómo se eligen los miembros, actualmente el Presidente de la 
República designa al Presidente y a los miembros de la Comisión. La propia Comisión es quien 
distribuye los cargos entre los miembros. En principio, estábamos pensando en la integración del 
Presidente, del Secretario y del Tesorero, puesto que son los tres cargos que en muchas circunstancias 
efectivamente ejercen la toma de decisiones "ad referéndum". El problema de este tipo de decisiones es 
que, cuando, por ejemplo, estamos hablando de concretar una operación de compra de tierras ello se 
hace "ad referéndum" de un cuerpo de once miembros. Esto puede llevar a perder oportunidades 
cuando hablamos de treinta o sesenta días. Hay muchísimos temas que por ley están referidos a la 
Comisión Nacional como, por ejemplo, una autorización de cesión de padres a hijos o de compraventa 
de un predio donde operó MEVIR y a veces son cincuenta por cesión. 


Se trata de temas en los cuales el grueso de la Comisión tienen que hacer fe absoluta en lo que se anticipa por 
parte de algunos miembros, pero en definitiva la responsabilidad sobre los actos de gobierno la tiene el ciento 
por ciento de los titulares. 


Pretendemos dotar de agilidad, asumiendo las responsabilidades que hubiera de corresponder en la toma de 
malas decisiones por parte de algunos miembros. Sí estamos pensando en la unanimidad de los miembros de 


la Mesa Coordinadora. 


SEÑOR GANDINI.- En ese caso, deberá incluirse en la ley y habrá que especificar, porque la 
integración del Presidente es taxativa, y si no se dice que también es el Secretario y el Tesorero podrá 
serlo o no. Entonces, queda un vacío con relación a cómo se decide. Podría decirse que son tres, que los 
eligen los once por una mayoría especial, régimen que tenemos en el Parlamento y que la Constitución 
prevé para algunos casos. De modo que no hay una mayoría circunstancial que termina tomando las 
decisiones más trascendentes. Hay que agregar algún elemento que no deje vacíos y que otorgue a 
todos la tranquilidad de que esta Comisión va a ser un mecanismo de agilidad para el funcionamiento, 
no de perturbación en las decisiones internas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que este tema lo analice el Ministerio. No obstante, siempre está la 
posibilidad de presentar algún artículo aditivo. 


SEÑORA VARELA.- El artículo 350 propone la modificación del artículo 176 de la Ley N” 13.728 en la 
redacción dada por la Ley N” 17.296, ampliando el régimen de sanciones ya no solo a los Institutos de 
Asistencia Técnica sino a los socios, técnicos responsables, directores y/o administradores de los 
referidos institutos. También se pone límite, es decir, un máximo al monto de esas sanciones que podrá 
alcanzar hasta el monto los honorarios que se perciban. Esa es la sanción. 


El artículo 351 refiere a una autorización para el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a fin de transferir del Fondo Nacional de Vivienda a la Agencia Nacional de Vivienda fondos para 
el cometido de sus fines. 


La justificación del artículo 352 es poner en pie de igualdad a todas aquellas personas que hubieran sido 
beneficiarias de subsidios otorgados por el mencionado Ministerio. Es decir que a la fecha aquellos que 
hubieran sido adjudicatarios, en el marco del convenio suscrito con el Banco Hipotecario en el año 2004, no 
resultarán alcanzados por las limitaciones previstas en los artículos 70 y siguientes de la Ley N* 13.728, de 
17 de diciembre de 1968, y demás disposiciones vigentes aplicables a esta temática. Tomando en cuenta que 
el otorgamiento de dicho subsidio se efectivizó en el marco del acuerdo celebrado exclusivamente entre 
ambas instituciones públicas y con posterioridad al acceso de los beneficiarios a su vivienda, no se dejó 
constancia en la documentación respectiva de que los inmuebles habían sido adquiridos con subsidio estatal. 
En consecuencia, a la fecha dichos bienes no se encuentran alcanzados por las prohibiciones y limitaciones 
que rigen para los demás que fueron adquiridos con subsidio del Ministerio y, por tanto, podrían ser 
enajenados, cedidos o arrendados libremente sin necesidad de ningún reintegro. 


Con el permiso de la Comisión, queremos agregar un nuevo artículo a los que el Ministerio envió 
oportunamente. Dicho artículo hace a la transferencia de cometidos y de funcionarios que se ha dado desde la 
Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas a la DINASA. A los efectos 
de que esos funcionarios que vienen de la Dirección Nacional de Hidrografía a la DINASA puedan mantener 
su nivel retributivo, sin menoscabo de su ingreso salarial, por consejo de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil modificamos la frase final del tercer inciso del artículo 251 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 
2007, que tendrá la siguiente redacción: "Las adecuaciones presupuestales de los funcionarios que deban ser 
redistribuidos por aplicación de lo dispuesto en este artículo mantendrán los niveles retributivos que dichos 
funcionarios tenían en el organismo de origen toda vez que exista identidad entre las funciones 
desempeñadas en aquel y las asignadas en el de destino". 


Esto se hace así porque existen diferencias entre las compensaciones que se pagan en el organismo de origen 
y en el de destino; se trata de que los funcionarios puedan mantener su nivel retributivo actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos que nos hagan llegar ese artículo que, sin duda, luego del análisis 
correspondiente, será adoptado por algún Diputado o por alguna bancada para su inclusión en el 
Inciso 14. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Me permito volver un momento sobre el artículo 349 y hacer una 
sugerencia a las autoridades de MEVIR. Para evitar problemas en cuanto a las facultades o 
atribuciones que se dan a la Mesa Coordinadora, desde las resoluciones administrativas hasta la 


compra de inmuebles deberían ser sometidas a la aprobación posterior del Directorio de MEVIR, o 
sea, deberían ser tomadas "ad referéndum". Me parece que esta sería una buena forma de 
perfeccionar los actos jurídicos que la Mesa Coordinadora pueda realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, el arquitecto Beltrame tomará debida nota de esto. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Voy a hacer una reflexión sobre lo importante que es tratar de 
elaborar políticas públicas para revertir la emigración de personas jóvenes, menores de treinta y cinco 
años, que constituyen el mayor porcentaje entre la población uruguaya que está emigrando hacia 
España y otros países, ya no tanto hacia Estados Unidos. La idea es elaborar políticas de alquileres y de 
préstamos para vivienda que atiendan a ese sector de la población, teniendo en cuenta que la mayor 
parte de los jóvenes que se van tienen estudios universitarios 


Cuando estuvimos en España hicimos una tesis acerca de esta problemática. Conversamos con algunos 
jóvenes que están allí, quienes nos comentaron que lo que los mantendría en el Uruguay no sería tanto la 
posibilidad de conseguir un trabajo más o menos bien remunerado, sino la de acceder a una vivienda. Por ello 
recalco que me gustaría que el Ministerio estudiara con detenimiento soluciones para esta problemática. 


SEÑORA VARELA.- La preocupación de la señora Diputada es compartida por el Ministerio. 
Queremos dejar claro que estamos trabajando en ese tema. El Ministerio ha hecho un enorme esfuerzo 
para agilitar y modernizar su gestión. A esos efectos se contrató a través de Conex un servicio de 
mejora de gestión que permitirá que, a más tardar en el mes de octubre, salgamos al interior del país a 
tomar todas las postulaciones que hay para los distintos sistemas de acceso a la vivienda, ya sea por 
cooperativa, por subsidio directo del Ministerio o por el sistema de garantía de alquileres. Es intención 
de este Ministerio que se concreten esos programas de mejora de gestión y -como dije- a más tardar en 
octubre saldremos no solo a Montevideo sino también al interior a promover estos planes, de modo que 
la gente acceda de forma más sencilla a nuestras oficinas y funcionarios, para que se interiorice de los 
distintos planes y soluciones que tenemos y para que pueda postularse in situ. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; vuestra participación ha sido realmente muy importante 
para la Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 50) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


